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RESPUESTA DE CHILE AL CUESTIONARIO EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN SELECCIONADAS EN LA SEGUNDA RONDA Y PARA EL SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN LA PRIMERA RONDA

SECCIÓN I

PREGUNTAS EN RELACIÓN CON LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN SELECCIONADAS PARA SER ANALIZADAS EN LA SEGUNDA RONDA

CAPÍTULO PRIMERO

SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)
1. Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

a) ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la contratación de funcionarios públicos? En caso afirmativo, describa brevemente los principales sistemas, señalando sus características y principios y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos. 

Las normas jurídicas que contienen los principios que inspiran las normas reguladoras del acceso al empleo público se encuentran, en primer lugar, en la Constitución Política de la República de Chile (CPE) (anexo 1). El artículo 19 Nº 17 de la CPE asegura a todas las personas la admisión a todas las funciones y empleos públicos, sin otros requisitos que los que impongan la Constitución y las leyes. El inciso 1º del artículo 38 de la CPE establece que una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. Estas normas contemplan los principios constitucionales de acceso al cargo público, tales como la igualdad de oportunidades de ingreso a la carrera funcionaria y el derecho a la capacitación y perfeccionamiento de los funcionarios públicos.

Estos principios son recogidos por el legislador en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado en el DFL N° 1/19.653 (anexo 2), del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de diciembre de 2000 (publicado en el Diario Oficial (DO) el 17.11.2001). Dicho cuerpo legal, en el Título II, Párrafo 2°, denominado “De la Carrera Funcionaria”, entre los artículos 43 a 51, establece un conjunto de normas y principios importantes, que regulan el acceso al empleo público.
 

El Estatuto Administrativo, contenido en la Ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado a través del DFL N° 29, de 16.06.04, del Ministerio de Hacienda (anexo 3), publicado en el DO el 16.03.05., posee un conjunto importante de normas que regulan el acceso a los cargos públicos, conforme a los principios ya señalados, a saber, trato igualitario de los postulantes al empleo público y valoración del mérito y la idoneidad. Posee particular importancia lo dispuesto en su artículo 3°, letra f), que señala que la carrera funcionaria “…es un sistema integral de regulación del empleo público, aplicable al personal titular de planta, fundado en principios jerárquicos, profesionales y técnicos, que garantiza la igualdad de oportunidades para el ingreso, la dignidad de la función pública, la capacitación y el ascenso, la estabilidad en el empleo, y la objetividad en las calificaciones en función del mérito y de la antigüedad.”

En materia de igualdad en el acceso al empleo público, el artículo 17 del Estatuto Administrativo, inciso tercero, contenido en el Título II de dicho cuerpo legal, denominado “De la Carrera Funcionaria”, dispone, que se prohíbe “…todo acto de discriminación que se traduzca en exclusiones o preferencias basadas en motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, sindicación, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tengan por objeto anular o alterar la igualdad de oportunidades o trato en el empleo.”  

Para la provisión de los empleos públicos, tuvo particular impacto la publicación de la Ley N° 19.882 (anexo 4), en junio de 2003, que, entre otras materias, creó la Dirección Nacional del Servicio Civil y el Consejo de Alta Dirección Pública; estableció el Sistema de Alta Dirección Pública, distinguiendo entre Primer y Segundo Nivel Jerárquico, garantizando un sistema de acceso igualitario a los cargos directivos de los servicios públicos del país; tornó concursables los cargos de jefes de departamento y los de niveles de jefaturas jerárquicos equivalentes de los ministerios y servicios públicos, denominados de Tercer Nivel Jerárquico; y modificó el Estatuto Administrativo, acentuando el carácter meritorio que debe tener la carrera funcionaria.

Describa cómo los anteriores sistemas aseguran en su país la publicidad, equidad y eficiencia.

El artículo 20 del Estatuto Administrativo, en los incisos 1º y 2º, al regular el ingreso a la carrera funcionaria, dispone: “La autoridad facultada para hacer el nombramiento publicará un aviso con las bases del concurso en el Diario Oficial, los días 1° o 15 de cada mes o el primer día hábil siguiente si aquellos fueren feriado, sin perjuicio de las demás medidas de difusión que estime conveniente adoptar (…) el aviso deberá contener, a lo menos, la identificación de la institución solicitante, las características del cargo, los requisitos para su desempeño, la individualización de los antecedentes requeridos, la fecha y lugar de recepción de éstos, las fechas y lugar en que se tomarán las pruebas de oposición, si procediere, y el día en que se resolverá el concurso.”

Por otro lado, la Ley N° 19.882 (anexo 4), en el Párrafo 3°, denominado “De la selección de los altos directivos públicos”, artículo 48°, inciso 1º, dispone:  “Para los efectos de proveer las vacantes de cargos de alta dirección, el Consejo de Alta Dirección Pública, por intermedio de la Dirección Nacional del Servicio Civil, convocará a un proceso de selección público abierto, de amplia difusión, que se comunicará, a lo menos, mediante avisos publicados en diarios de circulación nacional, en medios electrónicos a través de las páginas Web institucionales u otras que se creen y en el Diario Oficial. En los anuncios se dará información suficiente, entre otros factores, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos.”

La eficiencia se logra otorgando a los procedimientos concursales descritos un carácter técnico y objetivo. Existe eficiencia en aquellas normas que establecen economía procedimental como por ejemplo, el artículo 44 del Reglamento 69 citado, que establece el procedimiento especial de multiconcursabilidad, en los concursos de promoción.

En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i) Autoridades rectoras o administradoras del sistema y mecanismos de control.

ii) Acceso al servicio público a través del sistema basado en el mérito.

iii) Divulgación para la selección de servidores públicos, indicando los requisitos para dicha selección.

iv) Recursos de impugnación previstos  para los sistemas de selección.

v) Excepciones relevantes en relación con los anteriores aspectos.

 

i) Existen distintas entidades o autoridades rectoras o administradoras del sistema, además, de los mecanismos de control del caso. En el Sistema de Alta Dirección Pública, que permite la selección de altos directivos de primer y segundo nivel jerárquico, la primera entidad rectora es el Consejo de Alta Dirección Pública. Dicho cuerpo colegiado, previsto en el párrafo 2°, del Título VI de la Ley N° 19.882 (anexo4), debe, entre otras funciones, conducir y regular los procesos de selección de candidatos a cargos de jefes superiores de servicio del sistema. (Primer Nivel Jerárquico). Otro ente colegiado que actúa es el Comité de Selección, para la provisión de los cargos de segundo nivel jerárquico (artículo 52°, inciso 1º, de la Ley N° 19.882 (anexo 4). 

En el caso de los cargos de Tercer Nivel Jerárquico, también existe un Comité de Selección, responsable de la conducción del proceso (Artículos 8, 21 y 35 del Estatuto Administrativo). Tratándose de los concursos de ingreso, el Comité de Selección tiene la misma integración. Cuando los concursos son de promoción, el Comité de Selección, se integra además por dos representantes del personal elegidos por éste. (Artículo 53, inciso 3º, del Estatuto Administrativo).

En cuanto a los mecanismos de control, el artículo 56° de la Ley N° 19.882 (anexo 4), en sus incisos 1º y 2º, establece que los postulantes de un proceso de selección, una vez concluido éste, tendrán derecho a reclamar ante el Consejo, cuando consideren que se han producido vicios o irregularidades que afecten su participación igualitaria. El Consejo podrá desestimar el reclamo o acogerlo, pudiendo, en este caso, corregir o repetir el procedimiento aplicado o anular el proceso de selección de un jefe superior de servicio. A su vez, el Estatuto Administrativo, en el artículo 160, incisos 1º y 2º, establece que los funcionarios tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República cuando se hubieren producido vicios de legalidad que afectaren los derechos que les confiere el Estatuto, e igual derecho tendrán las personas que postulen a un concurso público para ingresar a un cargo en la Administración del Estado.

Por lo tanto, las entidades rectoras o administradoras del sistema, son, en primer lugar, el Consejo de Alta Dirección Pública, que actúa a través de la Dirección Nacional del Servicio Civil. En segundo lugar, los Comités de Selección integrados en conformidad a la ley, para la provisión de los cargos de segundo nivel jerárquico. En tercer lugar, los Comités de Selección integrados en conformidad a la ley, para conducir los procesos de selección de candidatos en los concursos de ingreso a las plantas de los servicios de la Administración; de promoción y de Tercer Nivel Jerárquico.

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, cumple un rol importante, en tanto define porcentajes de asignación de alta dirección pública, para directivos de primer y segundo nivel jerárquico y también comunica la disponibilidad presupuestaria que dice relación con el conjunto de concursos que inciden en la dotación de los funcionarios públicos del país.

Finalmente, Contraloría General de la República, también es una entidad rectora. En primer lugar, porque toma razón de los nombramientos que se originan en concursos públicos, realizando un importante control de legalidad. Y, en segundo lugar, es la llamada a resolver los recursos presentados por candidatos a concursos que consideran lesionados sus derechos en tales certámenes.

ii) Todas las normas analizadas, promueven el acceso al empleo público sobre la base del mérito y la idoneidad personal
. 

iii) Respuesta ya se consignó en forma precedente, en lo relativo a las normas que rigen la publicidad de los concursos. 

iv) Respuesta ya se consignó en forma precedente, en lo relativo a mecanismos de control. 

v) Las excepciones están dadas en el artículo 36° de la Ley N° 19.882 (anexo 4), norma que establece todos los servicios públicos que están excluidos del Sistema de Alta Dirección Pública. En estos casos, los primeros y segundos niveles jerárquicos serán nombrados a voluntad de la autoridad llamada a hacer el nombramiento, sobre la base de la exclusiva confianza.

Situación de funcionarios públicos vinculados a la Administración a través de contrata.

Un elemento sensible a considerar dice relación con la situación de los funcionarios públicos a contrata en el país, los que constituyen cerca del 50% de la administración. Los servidores que actualmente se encuentran vinculados a la Administración a través de contrata, corresponden aproximadamente a un cincuenta por ciento del total de la dotación.  Los funcionarios a contrata pueden ingresar directamente a la Administración Pública, por decisión de la autoridad facultada para hacer el nombramiento, cumpliendo sólo los requisitos legales, que se contemplan en las respectivas leyes de planta, para los distintos estamentos. En este punto es posible advertir una situación que se estima debe ser subsanada, puesto que se mantiene un amplio rango de contrataciones sujetas a procedimientos predominantemente discrecionales.

En algunos casos, la autoridad facultada para hacer el nombramiento, decide realizar concursos públicos, abiertos, de amplia difusión, para proveer plazas a contrata. Sin embargo, esta decisión es discrecional y no obedece a un mandato legal o reglamentario. El inciso primero del artículo 10 del Estatuto Administrativo, señala que los empleos a contrata durarán, como máximo, sólo hasta el 31 de diciembre de cada año y los empleados que los sirvan expirarán en sus funciones en esa fecha, por el sólo ministerio de la ley, salvo que hubiere sido propuesta la prórroga con treinta días de anticipación a lo menos. Muchos de estos contratos, además de la limitación aludida en el párrafo anterior, consignan una estipulación que permite a los directivos desvincular a estos funcionarios, sobre la base que sus servicios “ya no son necesarios”, lo que transforma a este tipo de contratación en un sistema precario. En algunos casos, estos funcionarios, por la vía de la renovación de sus contratos, pueden llegar a permanecer muchos años vinculados a una institución, encontrándose  excluidos de la carrera funcionaria. 

b) 
En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles. 

Aún no se ha evaluado en base a antecedentes estadísticos.

2. Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado
a) Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado? En caso afirmativo, describa brevemente los principales sistemas, señalando sus características y principios y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos. 

Describa también cómo los anteriores sistemas aseguran en su país la publicidad, equidad y eficiencia. En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i. Sistemas de contratación con licitación pública y sin licitación pública.

ii. Autoridades rectoras o administradoras de los sistemas y mecanismos de control.

iii. Registro de contratistas.

iv. Medios electrónicos y sistemas de información para la contratación pública.

v. Contratos para obras públicas.

vi. Identificación de los criterios para la selección de contratistas (por ejemplo: precio; calidad; y calificación técnica).

vii. Recursos de impugnación.

La Ley N° 19.886 (anexo 6) de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios establece un marco que regula el mercado de las compras públicas, estableciendo una institucionalidad para resguardar la transparencia, eficiencia, igualdad de competencia, no discriminación, y creando la Dirección de Compras y Contratación Pública, el Tribunal de Contratación Pública, y el Sistema Electrónico de Compras y Contratación Pública www.chilecompra.cl. y el Registro de Proveedores del Estado www.chileproveedores.cl 

En relación a las instituciones creadas por la Ley, cabe mencionar: 

1) Dirección de Compras y Contratación Pública
. 

2) Tribunal de Contratación Pública
.
3) Sistema de Información
 

4) Registro Nacional de Proveedores
. 

Un avance en la regulación del sistema de compras públicas es la modificación al DS N° 250, de 2004 (anexo 7) que aprueba Reglamento de la Ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, publicada el 3 de mayo de 2007, y contenida en el DS N° 20 de 2007 (anexo 8) de Ministerio de Hacienda
. 

i) Procedimientos de Contratación 

La Ley de Compras y su Reglamento contemplan como procedimientos de contratación los siguientes: Convenio Marco;  Licitación Pública; Licitación Privada; Contratación o Trato Directo.

1) Convenio Marco: procedimiento administrativo de contratación realizado por la Dirección de Compras y Contratación Pública,  que consiste en una licitación pública en la cual se seleccionan y aceptan las propuestas más convenientes, quedando, los bienes y/o servicios licitados, disponibles en un Catálogo Electrónico. Cada Entidad está obligada por ley a consultar este Catálogo antes de proceder a llamar a una licitación pública, privada o trato o contratación directa.  

2 ) Licitación Pública: procedimiento administrativo de carácter concursal mediante el cual la Administración realiza un llamado público, convocando a los interesados, para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas de las cuales seleccionará y aceptará la más conveniente. 

3) Licitación Privada: procedimiento administrativo de carácter concursal, previa resolución fundada que lo disponga, mediante el cual la Administración invita a determinadas personas, para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas, de entre las cuales seleccionará y aceptará la más conveniente
. 

4) Contratación o Trato Directo: procedimiento de contratación, que por la naturaleza de la contratación que conlleva, debe efectuarse sin los requisitos señalados para la licitación pública y privada. Esta contratación procederá excepcionalmente mediante resolución fundada, cuando se den las circunstancias que hacen procedente alguna de las  causales específicas establecidas en el artículo 8 de la Ley N° 19.886 o artículo 10 de su Reglamento.  

ii) Autoridades administradoras de los sistemas y Mecanismos de Control

Autoridad Administradora: 

Como ya se indicó, la Dirección de Compras y Contratación Pública, es el organismo encargado de administrar y velar por el correcto funcionamiento del Sistema de Información www.chilecompra.cl   y resguardar el Sistema de compras públicas. Para ello está dotado de las facultades y ejerce las funciones establecidas en el artículo 30 de la Ley N° 19.886 (anexo 6). 

Mecanismos de Control:

1) Contraloría General de la República: órgano de control de la legalidad de los actos de la Administración del Estado. Es autónomo, goza de independencia para el ejercicio de sus funciones, sin estar sometida ni al mando ni a la supervigilancia del Poder Ejecutivo ni del Congreso Nacional. Puede investigar sobre la transparencia y probidad de los actos administrativos.

2) Tribunal de Contratación Pública: organismo autónomo competente para conocer de la acción de impugnación contra actos u omisiones, ilegales o arbitrarias, ocurridos en los procesos administrativos de contratación. 
3) Como medida para resguardar la probidad y evitar la corrupción, se ha instalado en el Portal www.chilecompra.cl una Plataforma Probidad Activa  de Compras Públicas. Esta tiene por objeto contribuir a evitar y sancionar eventuales irregularidades de los procesos de compra y contratación
. 

El funcionamiento la Plataforma se basa en los siguientes tres elementos:

1. Canales de Reclamos e Información.  Se ofrece a los usuarios del Sistema ChileCompra:

a.- Canales directos para Gestión de Reclamos abiertos a la ciudadanía:

•
Se crean instrumentos en web para canalizar electrónicamente los reclamos que realizan los usuarios a través del portal, derivarlos y administrarlos por la misma vía a los organismos involucrados contra los que se reclama y/o instituciones fiscalizadoras (Consejo de Defensa del Estado-Contraloría General de la República- Ministerio Público). 

•
Se crean estándares eficientes de respuesta y se realiza un seguimiento para controlar el nivel de satisfacción de la persona que realiza el reclamo. 

•
Para una mejor administración, los reclamos se han tipificado en 3 grupos: relacionados con irregularidades en una adquisición; con incumplimiento de pago en 30 días, o con el uso del portal. 

b.- Canales directos para Gestión de Información dirigidos a autoridades de organismos del Estado:

•
Se crea un ambiente privado para las Autoridades de los Organismos Públicos, quienes cuentan con información relevante para toma de decisiones, tales como: 

o
Reporte de gestión: información de  operación y de algunos indicadores. 

o
Administrador de Reclamos: funcionalidad electrónica para recepcionar directamente y realizar seguimiento en línea a los reclamos que deriva la Dirección de Compras y Contratación Pública. 

•
Se potencia el ambiente privado para los auditores del sistema de compras públicas, agregando nuevos reportes de información crítica de apoyo a los procesos de auditoría interna. 

2. Unidad Especializada de Reclamos. Para gestionar estos canales ofrecidos a los usuarios del Sistema, se creó en el Departamento de Gestión de Clientes, la Unidad de Gestión de Calidad y Transparencia, compuesta por profesionales especialistas. Entre sus funciones está la de conducir un plan de transparencia, el cual incluye distintas actividades, enmarcadas en 4 ámbitos de trabajo: 

•
Acciones de mejoras funcionales del sistema electrónico. 

•
Acciones para el desarrollo de competencias y habilidades. 

•
Acciones para control preventivo, correctivo y normativo. 

•
Acciones de comunicación.

3. Herramientas

· Implementación de una funcionalidad electrónica específica para canalizar y administrar reclamos, utilizada por la Dirección de Compras Públicas, por las Autoridades y los organismos fiscalizadores. 

· Implementación de un servicio CRM, para administrar integralmente la información relacionada con los usuarios de ChileCompra. 

· Implementación en un mediano plazo de un Dataware house, modelo de base de datos relacional que permitirá generar patrones de conducta en los procesos de compra de los organismos del Estado, los que permitirán prevenir conductas que puedan vulnerar la probidad de un proceso de compra. 

iii) Registro de Contratistas

Registro Nacional de Proveedores:  registro electrónico oficial de contratistas, permite constatar que éstos no tengan causal de inhabilidad para ser contratados por organismos del Estado
. 

iv) Medios electrónicos y sistemas de información para la contratación pública 

El Sistema de Información www.chilecompra.cl fue creado por Ley N° 19.886. A través de éste los organismos compradores y los proveedores emiten y reciben ofertas, propuestas y órdenes de compra de manera rápida y transparente. El Sistema de Información es de acceso público y gratuito y su obligatoriedad se establece en el artículo 18 de la citada Ley
. 
vi. Identificación de los criterios para la selección de contratistas 

Hay que distinguir los criterios de selección como requisitos para participar en los procesos de licitaciones y como criterios de evaluación o adjudicación aplicables a los oferentes. Como requisitos para participar en las licitaciones, la Ley de Compras establece que pueden participar personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que acrediten su situación financiera e idoneidad técnica, y que no estén afectos a las inhabilidades del artículo 92 del D.S. N° 250 de 2004 del Ministerio de Hacienda (anexo 7), y a las inhabilidades del artículo 4° inciso 4° y siguientes de la Ley N° 19.886 (anexo 6).

Los criterios de evaluación o adjudicación deben ser establecidos por cada Entidad que realiza un proceso de compras en atención al bien o servicio que se requiera. Es importante señalar que aún cuando existe libertad sobre los criterios de selección, la norma establece que estos deben permitir la combinación  más ventajosa entre todos los beneficios del bien o servicio por adquirir y todos sus costos asociados, presentes y futuros, eliminando diferencias arbitrarias entre los proponentes  y sin atender exclusivamente al precio de la oferta. 
vii) Recursos de impugnación

La normativa de compras públicas contemplada en la Ley N° 19.886 (anexo 6) y su Reglamento, contenido en el D.S. N° 250 de Ministerio de Hacienda de 2004 (anexo 7), contempla como tribunal especial el Tribunal de Contratación Pública, estableciendo expresamente que la acción de impugnación procederá contra cualquier acto u omisión ilegal o arbitrario que tenga lugar entre la aprobación de las bases de la respectiva licitación y su adjudicación, ambos inclusive, y puede ser interpuesta por toda persona natural o jurídica, que tenga un interés actualmente comprometido en el respectivo procedimiento administrativo de contratación 

b) 
En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles (por ejemplo: porcentaje de contratos adjudicados por licitación pública; y sanciones impuestas a contratistas).

En el Registro Nacional de Proveedores, donde se acreditan las inhabilidades anteriormente mencionadas, durante el año 2006 de un universo de 10.947 proveedores inscritos en este Registro, 873 han sido considerados, inhábiles para contratar con el Estado. De ellos 379, por tener deudas laborales y previsionales; 368 por tener deudas tributarias y 126, que se encuentran en ambas situaciones.

CAPÍTULO SEGUNDO

SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO III, PÁRRAFO 8 DE LA CONVENCIÓN)

a) ¿Existen en su país normas y/u otras medidas que establezcan sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción incluyendo la protección de su identidad? En caso afirmativo, describa brevemente dichos sistemas y relacione y adjunte copia de las disposiciones y documentos en los que estén previstos. 

En relación con lo anterior, refiérase, entre otros, a los siguientes aspectos:

i. Mecanismos de denuncia (por ejemplo: denuncia anónima y denuncia con protección de identidad).

ii. Mecanismos para denunciar amenazas o represalias.

iii. Mecanismos para protección de testigos.

i)
Los mecanismos de denuncia para los ciudadanos, en general, están establecidos en el Código Procesal Penal (CPP) (anexo 9), específicamente en los artículos 173 a 179. Esto se traduce en que cualquier persona que conozca hechos que reúnan las características de delito, puede denunciarlo tanto al Ministerio Publico directamente, o a las policías, o a los Tribunales que ejercen jurisdicción en lo criminal. Las denuncias, en todo caso, siempre son recibidas por el Ministerio Publico a efectos que realice las actuaciones de investigación que correspondan.

Existen personas obligadas a denunciar en el plazo de 24 horas, entre otros, los empleados públicos, de aquellos delitos de que tomaren conocimiento en el ejercicio de sus funciones, y especialmente, en su caso, los que notaren en la conducta ministerial de sus subalternos. Quienes incumplan esta obligación pueden ser sancionados con una pena de falta contemplada en el artículo 494 del Código Penal (anexo 10), salvo en los casos de leyes especiales que puedan establecer sanciones mayores, como es el caso de la ley N° 20.000 (anexo 11) sobre represión del tráfico de estupefacientes, cuyo artículo 13 sanciona con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, al funcionario público que omita denunciar alguno de los delitos contemplados en dicha ley.

Para los delitos de corrupción no existen disposiciones especiales sobre mecanismos de denuncia, en nuestra legislación, a diferencia de las investigaciones por drogas o terrorismo, en las cuales se establece un sistema especial de protección para los denunciantes en estas materias. Atendido lo anterior, se hace aplicable el sistema de protección general contemplado en un conjunto de normas que garantizan el respectivo derecho a protección de víctimas y testigos.

El derecho de víctimas y testigos a recibir adecuada protección durante todo el curso del proceso penal se encuentra fundamentado en un sólido cuerpo de normas constitucionales y legales, y conforma una de las innovaciones más significativas del nuevo proceso penal en relación al antiguo sistema, las que en cuanto a su extensión y garantías envueltas, conforman el nuevo estatuto jurídico de la víctima y del testigo. Las fuentes constitucionales y legales del derecho a protección de víctimas y testigos, se encuentran en el artículo 83 inciso 1°, de la CPE (anexo 1), que establece que al Ministerio Público “corresponderá la adopción de medidas para proteger a las víctimas y a los testigos”. A su vez, el artículo 1° de la ley N°19.640 (anexo 12), Orgánica Constitucional del Ministerio Público, reitera la disposición anterior, señalando en su artículo 17 letra a), que corresponderá al Fiscal Nacional dictar las instrucciones generales que estime necesarias para el adecuado cumplimiento de las tareas de protección de las víctimas y testigos.  Es así como se creó la División de Atención a las Víctimas y Testigos en la Fiscalía Nacional, y una Unidad Regional de Atención a Víctimas y Testigos (URAVIT) en cada Fiscalía Regional (artículos 20 letra f) y 34 letra e) de la citada ley N°19.640 (anexo 12). Estas últimas resultan de gran importancia para asistir a los fiscales en la implementación de medidas de protección a víctimas y testigos en audiencias de juicio oral
. 
En relación al derecho a protección de las víctimas, cabe indicar que, la circunstancia de que la víctima en el nuevo proceso penal ha sido elevada a la categoría de “sujeto interviniente”
, dotada de un catálogo de derechos y facultades que puede ejercer en el proceso penal sin necesidad de interponer la acción penal o civil, se traduce, entre otros aspectos, en que la víctima ya no es meramente un objeto pasivo de la protección que le brinde el juez, sino que es un sujeto activo que tiene la facultad de impetrar la garantía de protección ante el fiscal y el tribunal, y cuya aceptación voluntaria de la medida de protección es un requisito de su procedencia, en el caso de las medidas de protección autónomas
 del fiscal, consentimiento que no será necesario recabar cuando hubiere indicios de coerción o participación de un miembro de la familia en el delito
 . El derecho de la víctima a la protección forma parte integrante del llamado estatuto jurídico de la víctima, el cual estaría configurado por: a) derechos y facultades especiales reconocidas a las víctimas en el proceso penal
, y b) atribuciones generales de toda víctima en cuanto interviniente en el proceso penal
.

En cuanto al deber de protección que asiste al Ministerio Público respecto de las víctimas, éste se encuentra regulado, además, en el artículo 6°  inciso 1° del CPP (anexo 9), que se refiere al deber que asiste al Ministerio Público de proteger a las víctimas en todas las etapas del procedimiento penal. Por su parte, el mismo inciso 1° del artículo 6 añade que corresponde al tribunal
 garantizar conforme a la ley la vigencia de los derechos de las víctimas durante el procedimiento. 

A su vez, el artículo 14, letra a) del Código Orgánico de Tribunales (COT) (anexo 13), especifica entre los deberes de los jueces de garantía el de: “Asegurar los derechos del imputado y demás intervinientes en el proceso penal, de acuerdo a la ley procesal penal”, con lo cual los jueces de garantía poseen un deber específico de velar por el ejercicio de los derechos de las víctimas en el proceso penal. 

El artículo 78, inciso 1º  del Código Procesal Penal CPP (anexo 9) especifica aún más los deberes de protección del Ministerio Público respecto a las víctimas.
 

Coincidente con el carácter de sujeto de derechos que ha adquirido la víctima en el nuevo proceso penal, el articulo 109 inc. 1° letra a) del CPP (anexo 9) establece que la protección es un derecho de la víctima
. Es así, como conforme a dicha disposición, la víctima puede solicitar medidas de protección al fiscal frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados en contra suya o de su familia. 

Respecto al derecho a protección de los testigos, y en lo relativo a la protección de los testigos en general (que comprende tanto a las víctimas-testigos, testigos que a la vez tengan la calidad de denunciantes, como a los terceros que declaren en el juicio oral, así como a los peritos), el artículo 308 del CPP (anexo 9) establece, en su inciso 1°, la facultad y misión que tiene el tribunal de disponer medidas de protección para los testigos, señalando que: “El tribunal, en casos graves y calificados, podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad del testigo que lo solicitare. Dichas medidas durarán el tiempo razonable que el tribunal dispusiere y podrán ser renovadas cuantas veces fuere necesario”. 

El inciso 2° del mismo artículo, se refiere, por su parte, al deber del Ministerio Público de brindar protección a los testigos, señalando que: “el Ministerio Público, de oficio o a petición del interesado, adoptará las medidas que fueren procedentes para conferir al testigo, antes o después de prestadas sus declaraciones, la debida protección”. Si bien el artículo 308 del CPP está ubicado en el párrafo 5°, del Título III, del Libro II del CPP, relativo a la prueba de testigos en el juicio oral, es también aplicable a la etapa de investigación, como se desprende de la historia de su establecimiento
.  Es especialmente relevante atender a la exigencia de “gravedad” que plantea esta norma, de modo que en ella subyace el principio general de la excepcionalidad de las medidas de protección, en cuanto se requiere probar la amenaza o peligro grave y calificado por parte de quien la solicita. 

A su vez, el artículo 322 del CPP (anexo 9) concede a los peritos y otros terceros que debieren intervenir en el procedimiento para efectos probatorios, la facultad de pedir al Ministerio Público que adopte respecto de ellos las medidas de protección previstas para los testigos.

Respecto a la reserva de identidad de testigos, tratándose de delitos comunes, el principio general de que todo testigo en el juicio oral debe ser individualizado se encuentra establecido en el artículo 307, inciso 1° del CPP (anexo 9). El inciso 2° del artículo 307 establece, a su vez, una excepción a este principio, al señalar que el testigo no estará obligado a responder la pregunta relativa a su domicilio en la audiencia, cuando existiere motivo para temer por su seguridad o la de otra persona. La reserva de identidad de testigos en casos de delitos comunes, específicamente durante la etapa de investigación puede tener como fundamento legal los artículos 182
 y 308 inciso 2° del CPP (anexo 9). Dicha medida de protección durante la investigación es una medida de protección que puede adoptar en forma autónoma el fiscal, sin embargo, ella está sujeta a control jurisdiccional, conforme al inciso 4° del artículo 182, esto es: “El imputado o cualquier otro interviniente pueden solicitar al juez de garantía que ponga término en cualquier momento al secreto o que lo limite, en cuanto a su duración, a las piezas o actuaciones abarcadas por él, o a las personas a quienes afectare”. 

Por otro lado, también existe un conjunto de disposiciones del Estatuto Administrativo (anexo 3), que complementan las disposiciones generales sobre denuncias y protección de los denunciantes ya señaladas, que resultan aplicables a los todos los funcionarios públicos que se desempeñan en los distintos órganos de la Administración del Estado. Dentro de ellas se destaca, por ejemplo, las obligaciones funcionarias previstas en artículo 61, letra m)  y letra k)
.  Finalmente, el artículo 90, que prescribe:“Los funcionarios tendrán derecho, además, a ser defendidos y a exigir que la institución a que pertenezcan persiga la responsabilidad civil y criminal de las personas que atenten contra su vida o su integridad corporal, con motivo del desempeño de sus funciones, o que, por dicho motivo, los injurien o calumnien en cualquier forma. La denuncia será hecha ante el respectivo Tribunal por el jefe superior de la institución, a solicitud escrita del funcionario, y cuando el afectado fuere dicho jefe superior, la denuncia la hará el Ministro de Estado que corresponda”.

b) 
En relación con la pregunta a), mencione los resultados objetivos que se han obtenido, incluyendo los datos estadísticos disponibles.

Para una adecuada respuesta, se aporta información que consta en el Capítulo 4 de la Cuenta Pública, año 2007, del Fiscal Nacional del Ministerio Público, en lo referente a las estadísticas de la atención y protección a víctimas y testigos ANEXO al CAPITULO II (anexo 15).
c) En caso de que no existan las normas y/o medidas aludidas anteriormente, indique brevemente cómo ha considerado su país dar aplicabilidad, dentro de su sistema institucional, a medidas destinadas a crear, mantener y fortalecer sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción, de acuerdo con lo previsto en el párrafo 8 del artículo III de la Convención. 

Aún cuando no existe un estatuto normativo especial de protección a denunciantes ( en cuanto funcionarios públicos ( recientemente el Gobierno de Chile ha enviado un proyecto de ley que regula la materia, en el marco de la agenda de probidad del actual Gobierno y tras haber promulgado la Convención de Naciones Unidas en contra de la Corrupción. El proyecto de ley se contiene en el Mensaje de S.E. la Presidenta de la República N°525-354, con el cual se inicia un proyecto de ley destinado a proteger al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad
. 
CAPÍTULO TERCERO

ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTICULO VI DE LA CONVENCIÓN)

1. Tipificación de actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención

a) ¿Tipifica su país como delitos los actos de corrupción previstos en el artículo VI.1 de la Convención que se transcriben en este acápite del cuestionario? En caso afirmativo, describa brevemente las normas y/u otras medidas existentes al respecto, indicando a cuales de dichos actos de corrupción se refieren en particular y las sanciones que establecen y adjunte copia de las mismas.

El  Código Penal de Chile (anexo 10) en el Titulo V, libro II tipifica conductas constitutivas de actos de corrupción, cometidas por funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones. Así se sanciona:

· el solicitar, aceptar o recibir , por parte del funcionario público, mayores derechos o un beneficio económico para sí o para un tercero, para ejecutar o por haber ejecutado actos propios de su cargo respecto del cual no le están fijados derechos. Esta conducta se pena con suspensión en cualquiera de sus grados y multa de la mitad al tanto de los derechos o beneficios solicitados o aceptados.(art. 248 que tipifica el denominado cohecho pasivo propio);

La solicitud o aceptación de parte del funcionario público de un beneficio económico para ejecutar o haber ejecutado un acto propio de su cargo, es independiente de si recibe el dinero o beneficio, y de si se realiza o no el acto, pues se trata de un delito de peligro abstracto.

La dádiva  se homologa a  un beneficio económico, el que puede consistir en solicitar o aceptar mayores derechos que los que le están señalados en razón de su cargo; o en solicitar o aceptar un beneficio económico para sí o para un tercero, para realizar un acto propio de su cargo para el cual no están señalados derechos.

Este beneficio indebido tiene un carácter netamente patrimonial, y a diferencia de lo que sucede en la legislación comparada en la cual se sancionan las dádivas cualquiera que sea su naturaleza sin que tengan un contenido económico propiamente tal, como pueden ser los favores sexuales, de honor u otros, en Chile se ha restringido al ámbito netamente económico. Este beneficio puede ser a favor del mismo funcionario o de un tercero, sin establecerse criterios de parentesco o amistad, como lo ha hecho la ley en otros tipos penales.
· el solicitar o aceptar recibir un beneficio económico para sí o un tercero para omitir o por haber omitido un acto debido propio de su cargo. Esta conducta se pena con reclusión menor en sus grados mínimo a medio, y además, con la pena de inhabilitación especial o absoluta para cargos u oficios públicos temporales en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo del provecho solicitado o aceptado. (art. 248 bis que tipifica el denominado cohecho pasivo propio agravado); Además, el mismo artículo sanciona el solicitar o aceptar recibir un beneficio económico para sí o un tercero para ejecutar o por haber ejecutado un acto con infracción a los deberes de su cargo. Esta conducta se pena con reclusión menor en sus grados mínimo a medio, y además, con la pena de inhabilitación especial o absoluta para cargos u oficios públicos temporales en cualquiera de sus grados y multa del tanto al duplo del provecho solicitado o aceptado.
Estas hipótesis de comisión del delito de cohecho son consideradas más graves por el legislador porque la conducta misma es en sí ilícita desde el punto de vista administrativo. A diferencia de la figura del artículo 248, en la cual el empleado se hace pagar para cumplir con su deber, en el artículo 248 bis el empleado se hace pagar por faltar a sus obligaciones sea  por acción u omisión. El funcionario corrupto no sólo ha viciado las motivaciones de su actuar, al dejar de tener presente el bien común  para  beneficiarse personalmente o a un tercero, sino que se ha alejado de todos los principios que rigen sus actuaciones, como son principio de legalidad y de probidad.

· el ejercer influencia en otro empleado público, infringiendo los deberes de su cargo, con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado. Esta conducta se pena con inhabilitación especial o absoluta para cargo u oficio público perpetuas, además de las penas de reclusión y multa antes mencionada en el punto anterior.( art. 248 bis inciso tercero);
En el inciso tercero del artículo 248, se contempla otra modalidad de comisión del delito, que no sólo es una infracción al deber del cargo, sino que el funcionario está cometiendo un delito, y que consiste en ejercer influencia en otro empleado público con el fin de obtener de éste una decisión que pueda generar un provecho para un tercero interesado.

· el solicitar o aceptar recibir un beneficio económico para sí o para un tercero para cometer alguno de los crímenes o simples delitos expresados en este Título, (esto es el titulo 5° del Código Penal (anexo 10)) en el párrafo 4 del Título III, (De los agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantizados por la Constitución). La pena que se impone es la de inhabilitación especial perpetua e inhabilitación absoluta temporal, o bien con inhabilitación absoluta perpetua para cargos u oficios públicos, y multa del tanto al triplo del provecho solicitado o aceptado, sin perjuicio de la pena aplicable al delito cometido por el empleado público, la que no será inferior, en todo caso, a la de reclusión menor en su grado medio. (Art. 249 que tipifica el denominado cohecho pasivo impropio); La acción aquí penada consiste en “cometer” alguno de los delitos que señala. Con la reforma introducida por la Ley 19.645 se amplió el catálogo de dichos delitos, incorporando los contemplados en el párrafo 4 del título III del Código Penal. El verbo “cometer”  exige  que el delito funcionario consistente en  un beneficio económico indebido, debe efectivamente haberse llevado a cabo, para entender al cohecho en grado de consumado. La Ley 19.645 (anexo 16) y luego la ley 19.829 (anexo 17) agregaron una exigencia de un mínimo de penalidad para el ilícito cometido por el empleado cohechado, en cuanto su pena no puede ser inferior a reclusión menor en su grado medio. Esto determina que la sanción de un delito funcionario que es cometido como delito predicado de cohecho, debe ser agravada en la medida que originalmente dicho ilícito tuviera una pena inferior a la de reclusión menor en su grado medio, como puede suceder en la violación de secretos, en la aplicación pública diferente, prevaricación administrativa o la exacción ilegal.

· Asimismo  se sanciona al tercero que ofreciere o consintiere en dar a un empleado público un beneficio económico, en provecho de éste o de un tercero, para que realice las acciones o incurra en las omisiones señaladas en los artículos 248, 248 bis y 249, del Código Penal (anexo 10) o por haberla realizado o haber incurrido en ellas. La penas que se aplican son las de multa e inhabilitación establecidas en las disposiciones antes mencionadas. (art. 250 que tipifica el denominado cohecho activo o soborno).
En el caso anterior tratándose de un beneficio consentido u ofrecido en relación con las acciones u omisiones señaladas en el artículo 248 bis, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado mínimo a medio, en el caso del beneficio ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo, en el caso del beneficio consentido.  En la misma situación, tratándose del beneficio consentido u ofrecido en relación con los crímenes o simples delitos señalados en el artículo 249, el sobornante será sancionado, además, con pena de reclusión menor en su grado medio, en el caso del beneficio ofrecido, o de reclusión menor en su grado mínimo a medio, en el caso del beneficio consentido. 

En la actualidad se castigan conductas que antes eran simples proposiciones y conspiraciones impunes. Con las modificaciones introducidas por la Ley 19.829 (anexo 17), del 11 diciembre de 1999, se agregó expresamente que los beneficios ofrecidos no sólo cederían en provecho del empleado público, sino que podría ser a favor de un tercero, con lo cual se busca evitar la actuación a través de “palos blancos”.  Se equiparan las penas del sobornante con las del funcionario, y ya no se sanciona al sobornante como inductor del delito del funcionario, se crea una figura autónoma para castigarlo y para evitar problemas concursales. Se establece una diferente penalidad para el sobornante que ofrece una coima, respecto del que sólo consiente en dar un provecho económico a un funcionario. En la historia de la Ley 19.829 (anexo 17), se justificó esta diferencia por cuanto sería más grave cuando el sobornante tomaba la iniciativa, respecto a la persona que cedía a una presión de un empleado público.  La sanción es independiente de si el funcionario público acepta recibir el beneficio económico ofrecido, pues sólo basta que “ofrezca” dar una “coima”. Si el funcionario acepta el beneficio podrá ser sancionado como autor de cohecho, en cualquiera de sus hipótesis, según que acto u omisión debe realizar. En la modalidad de “consentir en dar”, evidentemente ha existido un requerimiento de parte del funcionario público, el cual deberá ser castigado como autor de cohecho en alguna de las modalidades contempladas en la ley.
· Se sanciona también a quien ofreciere dar a un funcionario público extranjero un beneficio económico, en provecho de éste o un tercero, para que realice una acción o incurra en una omisión con miras a la obtención o mantención, para sí u otro, de cualquier negocio o ventaja en el ámbito de transacciones comerciales internacionales. Esta conducta  se sanciona con las mismas penas de reclusión, multa e inhabilitación establecidas en el inciso primero del artículo 248 bis. (art. 250 bis A que tipifica el denominado soborno a funcionario público extranjero).  De igual forma se sanciona al que ofreciere dar el aludido beneficio a un funcionario público extranjero por haber realizado o haber incurrido en las acciones u omisiones señaladas.

Este delito junto con la definición de funcionario público extranjero contemplada en el artículo 250 bis B del Código Penal (anexo 10) fueron introducidas en nuestra legislación por la Ley 19.829 (anexo 17). En el mensaje de dicha Ley se señaló que el proyecto se enmarcaba dentro del Programa en pro de la probidad en que se encontraba empeñado el Gobierno, y que es consecuencia de haber suscrito la Convención para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales, y que fue adoptada por la Organización para la Cooperación Económica y Desarrollo (OCDE). El tipo penal se refiere sólo al cohecho activo, es decir, se castiga sólo al sobornador, dejándose la punición del Funcionario Público Extranjero a su propio ordenamiento jurídico. En ese contexto, se sanciona tanto al sobornador que directamente ofrece la dádiva, como al que consiente en darla (una vez solicitada por el Funcionario), conminándose con mayor pena a la primera hipótesis. El ilícito contemplado en el artículo 250 bis A, es coherente respecto a la regulación de los delitos de cohecho establecidos en el derecho interno, pues basta el mero ofrecimiento de un beneficio económico para consumar el soborno.

· Se sanciona también al funcionario público que directa o indirectamente se interesare en cualquier clase de contrato u operación en que debe intervenir por razón de su cargo. Se sanciona esta conducta con penas de reclusión menor en su grado medio, inhabilitación especial perpetua para el cargo u oficio y multa del diez al cincuenta por ciento del valor del interés que hubiere tomado en el negocio. (Art. 240 que tipifica el denominado delito de Negociación Incompatible). En el mismo artículo 240, también se sanciona al  empleado público que en el negocio u operación en que deba intervenir por razón de su cargo diere interés a terceros asociados con él o a las personas indicadas por la ley, o a sociedades, asociaciones o empresas en las que dichos terceros o esas personas tengan interés social, superior al diez por ciento si la sociedad es anónima, o ejerzan su administración en cualquiera forma. Para la Doctrina chilena,  lo que el Legislador desea proteger en esta figura penal es la  imparcialidad y honestidad  en que  debe actuar  la administración pública, bien jurídico  que se ve lesionada si el funcionario representa su propio interés en el ejercicio de su cargo. En este delito el funcionario hace caso omiso de sus deberes legales, actuando con deslealtad hacia la administración y buscando sólo el provecho propio, el que pone por encima de los intereses generales o los mezcla con éstos. 

· Se sanciona también al empleado público que, interesándose directa o indirectamente en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir otro empleado público, ejerciere influencia en éste para obtener una decisión favorable a sus intereses. Las mismas penas se impondrán al empleado público que, para dar interés a cualquiera de las personas expresadas en los incisos tercero y final del artículo precedente en cualquier clase de contrato u operación en que deba intervenir otro empleado público, ejerciere influencia en él para obtener una decisión favorable a esos intereses. ( art. 240 bis  que tipifica el delito denominado Trafico de Influencias). Este delito fue incorporado a nuestra legislación por la Ley 19.645 (anexo 16), del 11 de diciembre de 1999, en el marco del perfeccionamiento de las normas contra la corrupción. A diferencia del delito de negociación incompatible, el empleado público que se interesa indebidamente en un negocio, no es el funcionario que debe intervenir en el mismo, sino que es otro. La influencia que se ejerce sobre otro empleado público, se realiza porque otro funcionario se ha interesado en el negocio que el sujeto influenciado debe resolver, sea para provecho personal o de sus parientes o socios. Este delito busca proteger la imparcialidad, pureza y rectitud de la Administración,  a fin de evitar la desviación del interés general hacia fines particulares. Basta para su consumación el sólo hecho de haber ejercido la influencia, sin que sea necesario que se haya obtenido la resolución favorable a los intereses que buscaba el empleado público interesado en el negocio. Es un delito de peligro abstracto.

· Se sanciona también al empleado público que directa o indirectamente exigiere mayores derechos de los que le están señalados por razón de su cargo, o un beneficio económico para sí o un tercero para ejecutar o por haber ejecutado un acto propio de su cargo en razón del cual no le están señalados derechos. La pena asignada a esta conducta es la de inhabilitación absoluta temporal para cargos u oficios públicos en cualquiera de sus grados y multa del duplo al cuádruplo de los derechos o del beneficio obtenido. (Art.  241  que tipifica el delito denominado Exacción Ilegal). Se trata de un delito formal que se perfecciona con la sola exigencia, y en consecuencia, no es necesaria la percepción indebida del exceso de derechos o del beneficio económico. La diferencia con el delito de cohecho radica en los verbos rectores, mientras que en la exacción ilegal se castiga el “exigir” un beneficio indebido, que da cuenta de un contenido imperativo u obligatorio mayor que el sólo “pedir”, verbo rector en el cohecho.

· Finalmente se sanciona al empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial relevante e injustificado. La pena asignada es la de  multa equivalente al monto del incremento patrimonial indebido y con la pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos y oficios públicos en sus grados mínimo a medio. (art. 241 bis, que tipifica el delito denominado Enriquecimiento ilícito).  Con fecha 5 de enero del 2006 fue publicada la Ley Nº 20.088 (anexo 18) que impone a las autoridades de diversos órganos públicos la obligación de efectuar declaración jurada de patrimonio y que tipifica como delito el enriquecimiento ilícito. En este se sanciona el hecho de obtener un incremento patrimonial sin poder acreditar su origen legítimo. Debe tratarse de un incremento “relevante” e “injustificado”. El enriquecimiento ilícito es una figura residual, pues se sanciona como tal siempre que la conducta que le haya dado origen  no sea constitutiva de alguno de los delitos descritos en el  Título V del Libro Segundo del Código Penal (anexo 10). Si por el contrario, es constitutivo de alguno de esos delitos, se impondrán las penas asignadas al respectivo delito.

 Finalmente cabe señalar que la conducta de cohecho se encuentra sancionada de acuerdo al artículo 19 de la Ley 19.913 (anexo 19) que tipifica el delito de lavado de  dinero fijando como delitos precedentes del mismo, entre otros, los contenidos en el Titulo V del Libro II del Código Penal (anexo 10) entre los cuales se encuentran las figuras penales antes descritas

b) 
Mencione brevemente los resultados objetivos que se han obtenido con la aplicación de las anteriores disposiciones suministrando la información pertinente de la que disponga su país en la que se fundamenten tales resultados, tales como procesos judiciales en curso y sus resultados, referida en lo posible a los últimos cinco años. 

Sobre la materia se pueden mencionar diversos procesos, algunos de ellos verificados con anterioridad a la entrada en vigencia de la reforma procesal penal en nuestro país y conductas sancionadas durante la vigencia de la reforma. (ANEXO al CAPITULO III (anexo 20))

2. Aplicación de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en la misma, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2

a) ¿Ha acordado su Estado con otro u otros Estados Parte aplicar la Convención en relación con cualquier otro acto de corrupción no contemplado en ella, en virtud de lo previsto en su artículo VI.2? 

El Estado de Chile no ha acordado  con otros Estados, hasta la fecha, aplicar la Convención en relación con otros actos de corrupción no contemplados en el texto de la Convención. En particular, cabe señalar que para los efectos de que Chile ejerza la facultad contenida en el artículo VI, acordando con otros Estados la aplicación de la Convención a actos diferentes a los establecidos en la CICC, es necesario que se trate de figuras penales contempladas en el ordenamiento jurídico interno, debido al principio de legalidad contenido en el artículo 19 Nº3 de la CPE (anexo 1).
SECCIÓN II

SEGUIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES FORMULADAS EN EL INFORME POR PAÍS DE LA PRIMERA RONDA 

1. Normas de conducta y Mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento (artículo III, párrafos 1 y 2 de la Convención)

1.1 Normas de conducta orientadas a prevenir conflictos de intereses y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.

1.1.1.
RECOMENDACIÓN:

Fortalecer las disposiciones relativas a las normas de conducta orientadas a prevenir los conflictos de intereses durante y con posterioridad a la terminación del ejercicio de las funciones públicas y los sistemas de verificación de la información contenida en las declaraciones juradas de inhabilidades y en las declaraciones de intereses.

Medidas sugeridas por el Comité:

a. Complementar las restricciones previstas en la ley para quienes dejan de desempeñar un cargo público, incluyendo, cuando corresponda, otras eventualidades que también podrían configurar conflictos de intereses con posterioridad a la terminación del ejercicio de las funciones públicas, que fueren aplicables durante un período razonable (ver sección 1.1.2. del capítulo II del Informe)

b. Fortalecer sistemas que permitan asegurar que las unidades de personal y de control interno de los servicios efectúen oportunamente y cuando corresponda la verificación o revisión de la información contenida en las declaraciones juradas de inhabilidades y en las declaraciones de intereses (ver sección 1.1.3. del capítulo II del Informe)

c. Asegurar la aplicabilidad de sanciones a los servidores públicos que incurren en violación a las normas sobre conflictos de intereses.

A)
Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación:
1.- Ley N° 20.050 (anexo 21) de Reforma Constitucional, publicada en el Diario Oficial el día 26 de Agosto de 2005. Esta norma introduce el nuevo artículo 8° de la carta fundamental, otorgando rango constitucional a los principios de probidad y transparencia de los actos y resoluciones de los órganos del Estado. 

Por otra parte, cabe señalar que el artículo 52 de la ley N° 19.653 (anexo 22) establece que “el principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular”. De igual forma, el artículo 53 de esta norma caracteriza en detalle lo que se entiende por interés general y la forma  en que se expresa. Por último, cabe citar la norma general establecida en el artículo 12 de la ley N° 19.880 de Procedimiento Administrativo (anexo 23), en donde se consagra el principio de abstención para los funcionarios públicos.
 

Es necesario señalar que la consagración constitucional de los principios de transparencia y probidad  ha fortalecido a la sociedad civil, facilitando a los ciudadanos el ejercicio del control social  de los actos de los órganos del Estado, y permitiendo el adecuado tratamiento de los conflictos de interés. 

2.- Ley Nº 18.575 (anexo 2), artìculo 56. Al tenor de lo señalado en el artículo 56, inciso final,  son incompatibles  las actividades de las ex autoridades o ex funcionarios  de una institución fiscalizadora que impliquen una relación laboral  con entidades del sector privado sujetas a al fiscalización  de ese organismo. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en sus funciones

3.- Instructivo Presidencial N° 008 (anexo 24 ), sobre transparencia activa y publicidad de la información de la Administración del Estado, de fecha 4 de diciembre de 2006. Este instructivo detalla la información mínima que debe ser publicada en las páginas electrónicas institucionales de cada servicio público, y la forma y plazos para hacerlo. De igual forma, en este instructivo  se designa al Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno como el órgano encargado de vigilar su cumplimiento. 

4.- Oficio Circular N° 3, sobre directrices para la implementación del Instructivo Presidencial N° 008, de fecha 5 de enero de 2007.

En  atención a las instrucciones entregadas por S.E la Presidenta de la República, en cada página electrónica de los servicios que componen la Administración del Estado se deberá publicar, en forma estandarizada, la información relativa a las adquisiciones y compras públicas, dotación de personal (adscrita a la planta administrativa, a contrata, honorarios y otras); transferencias a terceros, actos y resoluciones y marco normativo. Esta información constituye una eficaz herramienta para detectar casos de eventuales conflictos de intereses, además de cumplir con una función preventiva determinada por  la publicidad de los antecedentes, inhibiendo la eventual contratación de personas afectas a inhabilidades o incompatibilidades legales. 

5.- Ley N° 20.088 (anexo 18 ), establece como obligatoria la Declaración Jurada Patrimonial de Bienes a las autoridades que ejercen una función pública, publicada en el Diario Oficial con fecha 5 de enero de 2006 y su Reglamento, Decreto Supremo N° 45, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado en el Diario Oficial con fecha 22 de marzo de 2006
.

5.- Oficio Circular N° 17.152, de 17 de abril de 2006, Instrucciones sobre la Declaración de Patrimonio dictado por la Contraloría General de la República. 

6.- Oficios Ordinarios N° 184-05 y 186-04 del Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno, de fecha 6 de septiembre de 2004, sobre declaración de intereses y de patrimonio, en que se solicita a todas la reparticiones públicas informar sobre la existencia y estado de las declaraciones de intereses y sobre la existencia de las declaraciones de patrimonio.
 

7.- Auditorías Internas en Materia de Probidad.

En el marco de las auditorias internas que realiza cada Servicio Público se efectúan auditorias específicas en materia de probidad, ya sea en el marco del Documento Técnico N° 29 del Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno, o en forma independiente de él. Estas auditorias en materia de probidad permiten una revisión respecto del grado de cumplimiento de la obligación de efectuar la declaración de intereses y de patrimonio que deben realizar los funcionarios públicos en virtud de la ley, analizando en  la integridad de estas declaraciones.

8.- Medidas adoptadas al interior del Poder Legislativo, Poder Judicial y Contraloría General de la República.

El Poder Legislativo ha realizado importantes avances  en materia de transparencia  y manejo de conflictos de intereses. De esta forma, en las páginas electrónicas institucionales del Senado y de la Cámara de Diputados es posible acceder a  un  link denominado “Transparencia y Control Ciudadano”, en el cual se publica información sobre las actividades de cada rama del Congreso Nacional. Específicamente, la página del Senado
 publica información relativa al sistema de control de recursos públicos, procedimiento de adquisiciones, gasto del presupuesto, gastos e ingreso de un senador, viajes al extranjero, votación de los senadores, asistencia de los mismos, contratos, presupuesto y reclamos y denuncias. A su vez, la Cámara de Diputados
 publica información relativa a viajes, viáticos, remuneraciones, cuenta pública, presupuesto, licitaciones, concursos, declaración de patrimonio y declaración de intereses de cada Diputado, y nómina de asesores. Por otra parte, en la actualidad se tramita en el parlamento
 un proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley Orgánica del Congreso Nacional, adaptándola al nuevo texto constitucional, incorporando en forma expresa los principios de probidad y transparencia.  

En cuanto al Poder Judicial cabe señalar que la existencia de su Comisión de Ética, cuyo funcionamiento ha permitido avanzar sustantivamente en el tratamiento de temas relacionados con la probidad en el desempeño de la labor de la judicatura, además de la  elaboración de criterios y directrices aplicables al interior de este poder del Estado. De igual forma, cabe resaltar los avances registrados en materia de transparencia activa, puesto que la página electrónica del Poder Judicial ha mejorado sustantivamente  su formato, permitiendo acceder a la información general del trámite de causas, la programación de salas para la vista de causa en segunda instancia, acceso a la información de concursos públicos, entre otras materias. 

En cuanto a las medidas adoptadas por la Contraloría General de República, cabe destacar la apertura al público de su base de datos jurisprudencial, lo cual permite a cualquier persona, sin necesidad de contratar un  sistema de membresía, acceder a  la jurisprudencia  administrativa de este organismo.  Por otra parte, cabe destacar que es posible acceder a la información sobre la agenda y programación de reuniones del Contralor General de República, lo cual  constituye un instrumento eficaz en la prevención de conflictos de interés al interior de este órgano.
 

9.-Ley N° 20.035 (anexo 25), que introduce modificaciones en la Ley N° 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional en lo relativo a estructura y funcionamiento de los Gobiernos Regionales.

En esta norma se han incorporado un conjunto de disposiciones orientadas al adecuado tratamiento de los conflictos de interés en el desempeño de funciones de los Consejeros Regionales, estableciendo causales de inhabilidad y causales de implicancias, y sanciones  asociadas. 

10.- Comité de Autorregulación Bursátil. 

Inscrita en el contexto de las  prácticas internacionales en la materia, durante el año 2006 la Bolsa de Comercio de Santiago ha establecido el Comité de Autorregulación Bursátil, el cual servirá de instrumento idóneo en materia de control de probidad y transparencia,  en particular  respecto de las normas de inhabilidades y conflictos de interés establecidos en  la Ley N° 18.046 de Sociedades Anónimas (anexo 26). Esta iniciativa privada cuenta con la colaboración de la Superintendencia de Valores y Seguros, órgano estatal a cargo de la fiscalización y supervigilancia del mercado de valores en Chile.  

11.- Proyectos de Ley en Trámite Legislativo. 

Actualmente  se encuentran en trámite en el Congreso Nacional una serie  de proyectos  de ley que buscan  fortalecer las disposiciones que regulan  los conflictos de intereses. A continuación se presenta información básica sobre este punto.

B.- Dificultades observadas en los procesos de implementación de la recomendación.

1.- La implementación de la Reforma Constitucional que incorpora los principios de probidad y transparencia de los actos de los Órganos del Estado ha resultado exitosa, sin embargo, y dada la envergadura del cambio legislativo emprendido, se encuentran estos en proceso de adaptación de la normativa anterior a la entrada en vigencia de la reforma constitucional. En efecto, la Contraloría General de la República, en el ejercicio de su función de control de legalidad, ha uniformado la aplicación de la norma, estableciendo con claridad que no corresponde a los Jefes de Servicios en la Administración Pública determinar la pertinencia en la entrega de información, sino que  sólo la existencia de  una ley de quórum calificado autoriza esta negativa.
 De esta forma, la publicidad en los actos de la Administración Pública ha contribuido sustantivamente en el manejo de los conflictos de interés. 

2.- En relación a la implementación del Instructivo Presidencial N°008 (anexo 24) sobre transparencia activa y publicidad de la información de la Administración del Estado, de fecha 4 de diciembre de 2006, el Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno, en el cumplimiento de su deber  de control  de las directrices presidenciales en materia de probidad y transparencia, ha verificado un alto nivel de cumplimiento del Instructivo N° 008 (anexo 24) a nivel de la Administración Central del Estado. Se detecta que aún resta avanzar en los niveles de información emanados desde los gobiernos regionales, conjuntamente con propender a una mejora de la plataforma informática de  determinados servicios públicos. Se advierte que el éxito de esta experiencia ha generado la necesidad de continuar este sostenido avance al interior del poder legislativo y judicial. Por otra parte, la positiva evaluación de la implementación de este objetivo presidencial en materia de transparencia activa, se ve reflejada en los informes emanados desde distintas organizaciones de la sociedad civil, los que señalan tareas por realizar y aspectos susceptibles de perfeccionamiento, además de destacar el importante avance registrado.

C.- Organismos que han participado en la implementación de la recomendación del Comité de Expertos.  

1.- Contraloría General de la República. A través de sus dictámenes ha consolidado la aplicación  de los principios de probidad y publicidad en los actos y resoluciones de los órganos del Estado, consagrados constitucionalmente.   

2.- Congreso Nacional. Ha impulsado la transparencia de sus actuaciones y la publicación de las declaraciones de intereses y patrimoniales de cada uno de sus miembros, lo que refuerza el carácter general del principio constitucional de publicidad. 

3.- Ministerio de Interior, Ministerio de Hacienda, Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Mediante Decretos Supremos  y otras fuentes jurídicas de rango administrativo han hecho posible la implementación de una política general de transparencia activa por parte de los Servicios Públicos. 

4.- Consejo de Auditoría General de Gobierno. Ha cumplido un rol preponderante en la vigilancia del cumplimiento de las normas sobre transparencia activa. En el marco de las auditorías internas, ha hecho posible el relevamiento y análisis de la información relativa a las declaraciones de intereses y patrimoniales que por ley deben realizar determinados funcionarios públicos. Por último, este organismo entrega las directrices para la realización de auditorías internas, en particular aquellas para la realización de auditorias de probidad, contemplando procesos relacionados con declaraciones de intereses, uso de los recursos públicos y adquisiciones de bienes y servicios por parte de los organismos que conforman la Administración Pública, entre otros.

1.2  Normas de conducta para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.

1.2.1
El Comité reconoce con satisfacción que la República de Chile cuenta con normas y mecanismos pertinentes para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.

Sin perjuicio que a criterio de la comisión de expertos del MESICIC, la República de Chile cuenta con un marco jurídico adecuado y efectivo para asegurar la preservación y uso de los recursos públicos, en estos últimos dos años Chile avanzado cualitativamente en esta materia, a través de la promulgación de leyes y otras iniciativas legales y administrativas que perfeccionan y complementan las normas que constituyen el marco jurídico del uso y preservación de los recursos públicos.

LEYES PROMULGADAS DURANTE LOS AÑOS 2005 Y 2006 EN MATERIA DE PRESERVACIÓN Y USO DE RECURSOS PÚBLICOS.

1.- Ley de Reforma Constitucional N° 20.050 (anexo 21). Publicada en el  DO con fecha 28/08/2005. 

Entre otras modificaciones, consagra los principios de probidad
 en el ejercicio de las funciones públicas y de publicidad
 de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, entendidos como principios rectores en materia de preservación y uso de recursos públicos.

2.- Decreto N° 375 (anexo 27) del Ministerio de Relaciones Exteriores, que Promulga la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción.

 3.- Ley 20.128 (anexo 28), sobre Responsabilidad Fiscal. Publicada en el Diario Oficial con fecha 30/11/2006

En términos generales, establece que cada nuevo gobierno debe cumplir con reglas mínimas para el manejo de la política fiscal sobre la base del balance estructural, además de normas sobre el manejo de activos. Esta normativa fortalece la transparencia, dado que cada gobierno debe publicitar los fundamentos de la política fiscal para el período; luego, la ciudadanía cuenta  con una valiosa herramienta para el adecuado seguimiento de estas políticas. 

4.- Ley 20.119 (anexo 29), que modifica la ley 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero (UAF). Publicada en el Diario Oficial con fecha 31/08/2006.

Este cuerpo legal perfecciona el acceso a fuentes de información relevante por parte de la UAF, estableciendo la posibilidad de sancionar a aquellos que se nieguen a entregar dicha información. Además se creó un sistema de reclamación para personas naturales e instituciones investigadas, estableciendo un procedimiento garantista para el ciudadano frente a la actividad de vigilancia y control estatal. 

5.- Ley N° 20.035 (anexo 25), que introduce modificaciones en la Ley N° 19.175 Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional en lo relativo  a estructura y funcionamiento de los Gobiernos Regionales.

En esta norma se ha incorporado un conjunto de disposiciones orientadas a optimizar los procedimientos destinados a la planificación del gasto, la forma en que se determina y su publicidad,  a nivel de gobiernos regionales.

6.-Ley N° 20.041 de Presupuesto Nacional (24/11/2006) y Protocolo de acuerdo que acompaña al despacho del Proyecto de Ley de Presupuesto del Sector Público para el año 2007( 13 /11/2006).

ACTOS ADMINISTRATIVOS DICTADOS DURANTE LOS AÑOS 2005 Y 2006 EN MATERIAS DE USO PRESERVACIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS.

1.- Oficio Circular N° 93, del Ministerio de Hacienda, instrucciones específicas sobre  ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2007. (26/12/2006)
En este oficio circular se entregan una serie de instrucciones específicas sobre restricciones presupuestarias, información de ejecución presupuestaria, iniciativas de inversión  y otras materias, orientadas todas a la adecuada ejecución del presupuesto asignado a los  Ministerios, Subsecretarías, Servicios  e Instituciones Públicas. 

2.- Decreto N° 95 del Ministerio de Hacienda (anexo 30), Reglamento de la ley N° 18.928 sobre adquisiciones de bienes corporales e incorporales muebles y servicios de las fuerzas armadas y de orden y seguridad. (22/07/2006)

Por medio de este decreto se establece un procedimiento uniforme  para la adquisición de bienes corporales e incorporales muebles y servicios de las fuerzas armadas y de orden y seguridad, mejorando los procedimientos y los controles posteriores. 

3.- Documento Técnico N° 29 del Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno. Programa Marco de Auditoría sobre Probidad Administrativa.

En este documento se formula una metodología destinada a la implementación de auditorias de probidad al interior del sector público, propendiendo a la protección del los recursos y bienes fiscales. 

PROYECTOS DE LEY RELACIONADOS CON LA PRESERVACIÓN Y USO DE LOS RECURSOS PÚBLICOS.

A.- Proyectos de Ley ingresados al Congreso Nacional durante el año 2005.

1.- Proyecto de ley Boletín N° 3949-05, que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, regula las empresas de auditoría externa, modifica estatutos de los directores de Sociedades Anónimas, las normas de administración de las mismas y estatuto de las empresas públicas.

2.- Proyecto de ley Boletín N° 3937-06, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales y otras materias.

Básicamente, este proyecto contempla un diseño del Sistema de Control Interno de la Administración Pública, que velará  en forma preferente por el respeto y consolidación de los principios de probidad y transparencia en la gestión de instituciones sometidas a control. 

3.- Proyecto de ley Boletín N°3773-06, sobre acceso a la información pública
.

Mediante una modificación a los artículos 13 y 14 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado se perfecciona el derecho de acceso a la información pública. Señala que debe considerarse información pública cualquier tipo de documentación financiada con presupuesto público, salvo las excepciones legales.
B.- Proyectos de ley ingresados al Congreso Nacional durante el año 2006

1.- Proyecto de ley Boletín N° 4376-06, que modifica la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado. 

Este proyecto tiene  como objetivo establecer como contravención a la probidad administrativa, la participación de autoridades y funcionarios públicos en actividades de propaganda electoral.

2.- Proyecto de ley Boletín N° 4110-06, que sanciona exigencias de características pecuniarias orientada a obtener financiamiento para campañas electorales, mediante la introducción de modificaciones a la ley N° 18.575.

3.- Proyecto de ley Boletín N° 4112-06, que sanciona la utilización de beneficios financiados con recursos públicos en campañas electorales.

4.- Proyecto de ley Boletín N° 4099-06, que aumenta las facultades fiscalizadoras de la Contraloría General de la República en relación a las Municipalidades, en el sentido de hacer efectiva la responsabilidad del Alcalde cuando este contravenga normas sobre probidad o notable abandono de deberes.

5.- Proyecto de ley Boletín N° 4722-06, que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad
. 

La protección contemplada en este proyecto se extiende al funcionario que denuncia faltas en el uso de los recursos públicos.

6.- Proyecto de ley Boletín N° 3562-06, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública.

Este proyecto busca fortalecer la el ejercicio del derecho de asociación de las personas, mejorando la organización ciudadana, y favoreciendo su actividad de control de los actos del administración pública.

7.- Proyecto de ley Boletín N° 4074-07, que modifica el procedimiento que rige la cuenta pública del Contralor General de la República.

8.- Proyecto de ley Boletín N°4716-07, de reforma constitucional en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política.

En relación a la preservación y uso de los recursos públicos, este proyecto entrega la facultad de tribunal de cuentas, que actualmente la ley entrega a la Contraloría General de la República, a un órgano autónomo.  

9.- Proyecto de ley Boletín N°4724-06, sobre transparencia, límite y control de los gastos electorales y establecen normas contra la intervención electoral.

La importancia de este proyecto reside en limitar y controlar los gastos durante las campañas electorales.

1.3 Normas de conducta y mecanismos en relación con las medidas y sistemas para exigir a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

1.3.1.
RECOMENDACIÓN: 

Fortalecer los mecanismos con los que cuenta la República de Chile para exigir a los funcionarios públicos denunciar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

Medidas sugeridas por el Comité:

a. Fortalecer los mecanismos de protección de los funcionarios públicos que denuncien actos de corrupción, de tal manera que encuentren garantías frente a las amenazas o retaliaciones de las que puedan ser objeto como consecuencia del cumplimiento de esta obligación.

b. Capacitar y concientizar a los funcionarios públicos en relación con los propósitos del deber de denunciar ante las autoridades competentes los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento.

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación:

Como parte integrante de la agenda de probidad, transparencia, mejoramiento de la calidad de la política y modernización del Estado, el Gobierno envió al Congreso Nacional un proyecto de ley específico para favorecer la probidad administrativa. Conforme a éste, se contempla la creación de un sistema efectivo de protección para el funcionario público denunciante de buena fe, que denuncie incumplimiento de deberes legales, especialmente, irregularidades o falta de probidad.

La iniciativa refuerza el principio de probidad administrativa, estableciendo expresamente la obligación de los funcionarios públicos y municipales, de denunciar ante la autoridad administrativa que corresponda, no sólo los hechos irregulares, sino que también las faltas de probidad; incorpora y reconoce derechos que tendrán los funcionarios que efectúen las denuncias (entre ellos, la imposibilidad de ser objeto de medidas disciplinarias de suspensión o destitución, el derecho de no ser trasladado de localidad o función); para asegurar el derecho del denunciante faculta a solicitar la reserva respecto de terceros.

Los efectos de esta reforma legal se estiman beneficiosos y de gran utilidad para el resguardo de la probidad administrativa. Por una parte, evitará eventuales amedrentamientos que desincentiven la oportuna denuncia de irregularidades, y, por otra, dada la viabilidad que adquirirán las denuncias responsables en virtud de la protección al denunciante.

B)   Dificultades observadas en los procesos de implementación de la anterior recomendación:

Gracias al consenso generado en todos los sectores, por el proyecto de ley en trámite que otorga seguridad jurídica y laboral al funcionario denunciante de buena fe, no se observa grandes dificultades para su implementación. De hecho, dicho proyecto de ley se encuentra en tercer trámite constitucional ante la Cámara de Diputados del Congreso Nacional, es decir, bastante avanzado en su tramitación legislativa. 

C)   Organismos que han participado en la implementación de las recomendaciones. 

Tratándose de la iniciativa legal que protege al funcionario que denuncia irregularidades y faltas al principio de probidad, ya descrito, han intervenido directamente representantes de los Ministerios de Hacienda y Secretaria General de la Presidencia.  No obstante, corresponde hacer presente que en su formulación se han tenido en consideración los aportes de algunos parlamentarios, que han presentando iniciativas legales sobre la materia, y muy especialmente las medidas para favorecer la probidad y eficiencia de la gestión pública recomendadas por el Comité de Expertos convocado por S.E. la Presidenta de la República, en el año 2006.
2.
SISTEMAS PARA LA DECLARACION DE LOS INGRESOS ACTIVOS Y PASIVOS (ARTICULO III, PARRAFO 4 DE LA CONVENCION)

2.1.
RECOMENDACIÓN:

Ampliar y complementar los sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos, a través de las normas legales pertinentes, y adoptar las medidas relativas a su publicidad cuando corresponda.

Medidas sugeridas por el Comité:

a.  Ampliar y complementar las previsiones existentes en materia de declaraciones patrimoniales y de declaraciones de intereses, de tal manera que las normas y medidas que imponen a los funcionarios del Estado de cierta jerarquía la obligación de declarar sus intereses incluyan aspectos relativos a sus ingresos, activos y pasivos.

b.  Regular las condiciones, procedimientos y demás aspectos que sean procedentes, cuando corresponda, para dar publicidad a las declaraciones patrimoniales (incluye ingresos, activos y pasivos)

c.  Optimizar los sistemas de análisis del contenido de las declaraciones patrimoniales y de intereses con el objeto de detectar y prevenir conflictos de intereses.

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

Medida a): En enero de este año se publicó la Ley Nº 20.088 (anexo 18) que establece como obligatoria la declaración jurada patrimonial de bienes a las autoridades que ejercen una función pública
. Este nuevo instrumento permite una efectiva determinación del patrimonio del declarante al momento de asumir su cargo y al momento de su finalización, además de servir de antecedente indispensable para la adecuada configuración del delito de enriquecimiento ilegítimo. Cabe hacer presente que dicha normativa no deroga la anterior existente
, sino que se superpone a aquélla, subsistiendo, igualmente, la declaración de intereses. Dicha normativa, además, se complementa con el Decreto Supremo Nº 45, de 2006 (anexo , del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República, reglamenta la declaración patrimonial de bienes establecida en la ley Nº 20.088. Las declaraciones de las personas enunciadas quedan en poder de un ministro de fe de la respectiva organización para su consulta pública. 

En cuanto al contenido de la declaración patrimonial, ésta debe contener la individualización de los siguientes bienes: 

a) inmuebles del declarante, indicando las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones; b) vehículos motorizados, indicando su inscripción; c) valores del declarante a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045
 , sea que se transen en Chile o en el extranjero; d) derechos que le corresponden en comunidades o en sociedades constituidas en Chile o en el extranjero. La declaración contendrá también una enunciación del pasivo, si es superior a cien unidades tributarias mensuales. Como forma de evitar conductas que faciliten el ocultamiento de bienes, se estableció que la declaración se hará extensiva a los bienes del cónyuge del declarante, en el caso en que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. 

Otro de los aspectos relevantes de esta ley, es la introducción en el Código Penal de la figura del “enriquecimiento ilegítimo”, mediante la cual se sanciona al empleado público que durante el ejercicio de su cargo obtenga un incremento patrimonial sin que pueda acreditar su origen legítimo, con multa equivalente al monto del incremento indebido y con pena de inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos públicos. En cuanto a la labor investigativa del fiscal, éste deberá probar el enriquecimiento ilegítimo y se establece, como medida de salvaguarda, que la persona que inicie una acción legal sin fundamento con el sólo propósito de desprestigiar a otra, tendrá que hacerse cargo de las indemnizaciones que provengan de las acciones penales que el funcionario entable por los delitos cometidos. 

En lo que respecta al Banco Central, cabe hacer presente que conforme al inciso final del artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional (LOC) sustituido por la Ley 20.088 (anexo 18) publicada en el Diario Oficial de 5.01.2006, y el Reglamento de la Ley 20.088 (D.S. Nº 45, de 2006, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (anexo 31)), los Consejeros y Gerente General del Banco, deben efectuar dos tipos de declaraciones, esto es: 1) La declaración jurada a que se refiere la primera oración del inciso final del artículo 14 de la LOC, prestada mediante instrumento protocolizado en una notaría del mismo domicilio del Banco, en cuanto a su situación patrimonial, actividades profesionales y económicas y la circunstancia de no afectarles las incompatibilidades del referido artículo, lo cual deben efectuar antes de asumir sus cargos y al momento de dejarlos.  Lo anterior se contemplaba a partir de 1989, fecha de publicación de la LOC, y con a partir de la aplicación de la Ley 19.653 (anexo 22) se entrega copia de ella a la Contraloría General de la República, para custodia, archivo y consulta;

2) La declaración patrimonial a que se refiere la segunda oración del inciso final del artículo 14 de la LOC, que sin perjuicio de lo dispuesto en su artículo 90, hace aplicable para este exclusivo efecto los artículos 59 inciso 2°, 60 B, 60 C y 60 D  del D.F.L. 1/19.653 (anexo 2), que contiene el texto refundido, sistematizado y coordinado de la Ley 18.575 que contiene la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.  Dicha declaración se presta ante el Vicepresidente del Banco quien además sirve como depositario y ministro de fe, y está obligado conforme al citado artículo 14 de la LOC a dar copia de dicha declaración a quien lo solicite, a costa del peticionario. Además, debe otorgarse dentro de los 30 días de asumido el cargo, y actualizarse cada 4 años, cada vez que el declarante sea nombrado en un nuevo cargo y al concluir las funciones.   

En el caso de las autoridades del Banco Central de Chile, la sanción por la inclusión de datos inexactos o la omisión inexcusable de información relevante de la declaración constituye causal de remoción judicial conforme al artículo 15 de su LOC.    

Medida b): La declaración de patrimonio de los funcionarios y autoridades obligados a efectuarla tiene el carácter de pública y debe renovarse cada cuatro años y al cese de las funciones de aquellos. Debe ser presentada, dentro de los 30 días siguientes a la asunción de su cargo o la ocurrencia de algunos de los hechos que obligan a actualizarla, ante el Contralor General de la República o Contralor Regional respectivo, quien la mantendrá para su consulta. 

Para los efectos de cumplir con la obligación que la ley impuso a la Contraloría General de la República, en el sentido de permitir la posterior consulta de las declaraciones de intereses y de patrimonio recibidas por esa entidad, se implementó una aplicación computacional que permite llevar un control sobre dichos documentos y visualizarlos a través de medios digitales.

Al 14 de mayo de 2007, se habían ingresado en la citada Entidad Fiscalizadora el número de declaraciones de intereses y patrimonio que en cada caso se indica, debiendo hacerse presente que respecto de la primera, se incluyen las actualizaciones periódica (cada cuatro años) y por hecho relevante.

	
	REGIONES
	SANTIAGO
	TOTAL

	INTERESES
	25.505
	29.230
	54.735

	PATRIMONIO
	12.631
	12.055
	24.686


Tanto la ley Nº 19.653 (anexo 22), como la Nº 20.088 (anexo 18), que regulan las Declaraciones de Intereses y de Patrimonio, respectivamente, declaran que ambos documentos son públicos.  No obstante ello, el Tribunal Constitucional al pronunciarse sobre la constitucionalidad de la ley Nº 20.088, en la respectiva sentencia, expresó lo siguiente : "CONSIDERANDO : TRIGESIMO PRIMERO.-  Que la hermenéutica razonable, finalista y el principio de presunción de constitucionalidad, sostenidos reiteradamente por esta Magistratura, llevan a aseverar que la alusión al conocimiento y consulta pública en forma irrestricta de dichas declaraciones a que se refieren los artículos citados en el considerando precedente, debe ser entendida en el sentido que, el acceso por terceros a esa información, ha de serlo para las finalidades legítimas que la nueva normativa persigue, circunstancia esencial que exige, de todos los órganos del Estado involucrados por tales disposiciones, interpretarlas y aplicarlas con el objetivo señalado".

Ante dicha prevención, la Contraloría General ha tomado ciertos resguardos, adoptando para estas declaraciones el siguiente procedimiento : a las personas que consultan sobre las declaraciones de patrimonio, se les solicita llenar un formulario en que conste su individualización y que dejen constancia de los nombres de las autoridades o funcionarios respecto de los cuales formulan la respectiva consulta, y antes de estampar su firma y fecha de consulta, deben leer la siguiente nota "He tomado conocimiento que el acceso por terceros a la información contenida en las declaraciones de patrimonio ha de serlo para las finalidades legítimas que la nueva normativa persigue, tal como lo resolvió el Tribunal Constitucional en la sentencia que pronunció acerca de la ley Nº 20.088"

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 Y 11 DE LA CONVENCION)

3.1    RECOMENDACION

Establecer mecanismos que permitan una mejor coordinación institucional de los órganos de control superior, y complementar el sistema de controles externos de la Administración Pública institucionalizando alguna instancia o instancias u órgano u organismos dotados de la autonomía necesaria, cuando corresponda, para que, en armonía con las atribuciones a cargo de otros órganos, desarrolle funciones relacionadas con el cumplimiento de las disposiciones contempladas en el numeral 11 del artículo III de la Convención.

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

El control de las diversas normas relativas a ética pública y probidad administrativa está inserto en todas las actividades fiscalizadoras que realiza la Contraloría General de la República, sin perjuicio de lo cual no recae en ella toda la obligación de velar por el cumplimiento de aquélla. En primer término es la propia administración activa, a través de sus autoridades y sistemas de control interno, la llamada a resguardar este principio fundamental y, en general, todos los organismos que integran el Sistema Nacional de Control.

Resulta menester puntualizar que las acciones de fiscalización en terreno que efectúa la Contraloría General de la República, se sustentan en una permanente y recíproca coordinación con las asesorías jurídicas y los órganos o unidades de control interno de los organismos públicos, que sirva de apoyo a la Administración y de reforzamiento de las labores de fiscalización. De igual modo, se ha procurado mantener una relación y apoyo recíproco con el Poder Judicial, el Tribunal Constitucional, el Consejo de Defensa del Estado y el Ministerio Público.

Por  su parte, al Consejo del Banco Central de Chile, en su carácter de órgano colegiado encargado de la dirección y administración superior de dicha entidad de rango autónomo constitucional, le corresponden las atribuciones y cumplir las funciones que la Ley encomienda al Banco, ejerciendo la supervigilancia y fiscalización superior del mismo, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 6° y 18 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile (LOC).  Conforme a dicha función, el Consejo dispuso mediante Acuerdo adoptado con fecha 19 de abril de 2007, la creación del Comité de Auditoría y Cumplimiento del Banco Central de Chile, en su carácter de asesor del Consejo, y aprobó los estatutos de dicho órgano. 

En lo principal, el citado Comité se conforma por tres miembros externos independientes y de reconocida experiencia profesional. Sus funciones esenciales dicen relación con asesorar al Consejo en  materias de gobierno corporativo respecto de las cuales el Consejo debe conocer y pronunciarse, especialmente en lo referido a evaluar y examinar: las observaciones y recomendaciones que se efectúen por el Revisor General del Banco Central de Chile conforme al artículo 26 de la LOC, en cuanto a la inspección y fiscalización interna de las cuentas, operaciones y normas de administración del Instituto Emisor; la preparación y contenido de los Estados Financieros y sus notas explicativas, y la opinión de los auditores externos; los riesgos involucrados en la aplicación de las normas de conducta, de conflicto de intereses y Código de Ética aplicables al personal, así como los referidos al cumplimiento de los planes y objetivos estratégicos del Banco, la Política de transparencia institucional, entre otras materias de gobierno corporativo. El Comité, para el cumplimiento de sus funciones tendrá amplio acceso a la información y antecedentes que requiera para dicho efecto.

4.
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ART. III, PÁRRAFO 11)

4.1   Mecanismos para el acceso a la información

4.1.1. RECOMENDACIÓN:

Complementar los mecanismos para el acceso a la información pública, ampliando las materias sobre las que se ocupan; fortaleciendo las garantías previstas para su ejercicio; e implementando programas de capacitación y difusión al respecto.

Medidas sugeridas por el Comité:

a. Ampliar las materias de la Administración del Estado sobre las cuales la ciudadanía tiene derecho a ser informada, de tal manera que incluyan aspectos referentes a políticas públicas, a la ejecución de las mismas, y a sus resultados.

b. Fortalecer las garantías previstas para el ejercicio del derecho al acceso a la información del Estado, de tal manera que el acceso a la misma no pueda ser denegado por causales diferentes a las que se determinen por ley, o con base en criterios de amplia discrecionalidad. A este respecto, se solicita considerar la modificación de la ley y del Decreto Supremo No. 26 de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia (ver sección 4.2.2, capítulo II del Informe).

c. Implementar programas de capacitación y difusión sobre los mecanismos para el acceso a la información pública del Estado, con el objeto de facilitar su comprensión por parte de los funcionarios públicos y de los ciudadanos y de optimizar la utilización de la tecnología disponible para tal efecto.

A)    Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación. 

Medida letra a): El 22 de junio de 2004 el ejecutivo ingresó a tramitación en el Congreso  Nacional del Proyecto de ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana, el que se encuentra en su primer trámite constitucional. Este proyecto establece que “los órganos de la Administración del Estado tendrán el deber de poner en conocimiento público información relevante acerca de sus políticas, planes, programas, acciones y presupuestos, asegurando que ésta sea oportuna, completa y ampliamente accesible”. Estos mismos órganos estarán obligados a dar cuenta pública anual, directamente a la ciudadanía, acerca de su gestión en los ámbitos señalados. 

Como medida adicional, mediante el ya citado Instructivo Presidencial Nº 008 (anexo 24), de 04 de diciembre de 2006, sobre transparencia activa, el Gobierno de Chile ha dispuesto la obligatoriedad de que los órganos de la administración del Estado informen sobre todas sus contrataciones de bienes y servicios, contratos de personal, marco legal que rige a cada institución y aquellos actos o resoluciones que tengan efectos sobre terceros. En cumplimiento de este instructivo los órganos públicos han puesto a disposición de la ciudadanía, a través de sus sitios Web la información relativa a dichas materias. 

Medida letra b): La CPE (anexo 1)  ha sido modificada por reforma constitucional que entró en vigencia el 26 de agosto de 2005, que incorporó un  nuevo artículo 8º a la Constitución elevando a rango constitucional  los principios de probidad y publicidad en las actuaciones públicas, estableciendo que sólo en virtud de las causales que autoriza (debido cumplimiento de funciones; derecho de las personas, seguridad de la Nación o interés nacional) y mediante ley de quórum calificado, se podrá establecer el secreto o reserva respecto de los actos y resoluciones de los órganos del Estado. Además, a raíz de esta reforma, mediante decreto supremo 134 del 5 de enero de 2006, se ha derogado el decreto supremo Nº 26 del Ministerio Secretaria General de la Presidencia que contenía el “Reglamento sobre secreto o reserva de los actos y documentos de la Administración del Estado”. 

Medida letra c): Mediante oficio 072 de 24 de Enero de 2006, el Ministro Secretario General de la Presidencia complementa orientaciones en materia de transparencia y publicidad de los actos Contra la Corrupción de la Administración, informando sobre la reforma constitucional y la derogación del reglamento, adjuntando además una “guía de reglas y criterios actualmente aplicables en materia de publicidad y acceso a la información administrativa”. Esta información fue remitida a los Ministerios, Subsecretarías e Intendencias. 

B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación. 

La implementación del proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, presenta las dificultades propias de los procesos legislativos, son complejos, comprenden diversas etapas y en ocasiones son algo lentos. 

C)  Organismos internos que han participado en la implementación de las recomendaciones: 

Los organismos que han participado son básicamente el Ministerio Secretaría General de la Presidencia y el Ministerio Secretaría General de Gobierno, a través de su División de Organizaciones Sociales y el Congreso Nacional. 

4.2
Mecanismos de consulta.

4.2.1. RECOMENDACIÓN:

Complementar los mecanismos de consulta existentes, estableciendo procedimientos, cuando corresponda, que permitan la oportunidad de realizar consultas públicas con anterioridad al diseño de políticas públicas y a la aprobación final de disposiciones legales.

Medidas sugeridas por el Comité:

a.  Celebrar procesos transparentes para permitir la consulta de sectores interesados en relación con el diseño de políticas públicas y la elaboración de proyectos de leyes, decretos o resoluciones en el ámbito del Poder Ejecutivo.

b.  Celebrar audiencias públicas o desarrollar otros mecanismos idóneos que permitan consultas públicas en otras áreas adicionales a las que ya estén contempladas.

c.  Proseguir los esfuerzos encaminados a la aprobación de una Ley Base sobre Participación Ciudadana en la Administración Pública.

A)    Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación. 

Medida letra a): El proyecto de ley mencionado anteriormente contempla diversos mecanismos de consulta y participación ciudadana. Así, indica que “Los órganos de la Administración del Estado, de oficio o a petición de Organizaciones de Interés Público, deberán señalar aquellas materias de interés ciudadano  en que se requiera conocer la opinión de las personas”, señalando además, que “el proceso de diálogo (…) deberá ser realizado de manera pluralista, ecuánime y principalmente representativa”. Además, el ejecutivo actualmente se encuentra trabajando en la elaboración de un proyecto de reforma constitucional sobre iniciativa ciudadana de ley, mediante el cual se pretende entregar a la ciudadanía una nueva herramienta de participación, abriendo la posibilidad de que los ciudadanos presenten proyectos de ley.

Medida letra b): Como se ha señalado el proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública dispone que los órganos de la Administración darán cuenta pública directamente a la ciudadanía de la gestión de sus políticas, planes, programas, acciones y de su ejecución presupuestaria. En dichas audiencias la ciudadanía podrá formular observaciones, planteamientos y preguntas, a las que la autoridad deberá dar respuesta en la forma y plazo que determine el órgano administrativo. Los órganos de la Administración del Estado podrán establecer Consejos de la Sociedad Civil, que estarán integrados de manera pluralista por Organizaciones de Interés Público que tengan relación con la competencia del órgano respectivo. “Dichos órganos serán siempre consultivos y podrán ser permanentes o constituirse para tratar materias específicas”. 

La División de Organizaciones Sociales se encuentra trabajando actualmente en la implementación de estas medidas, a través de su Departamento de Ciudadanía y Gestión Pública y de la Unidad de Consejos de Sociedad Civil, intentando constituir desde ya dichos Consejos en diversos Ministerios y Servicios, además de estimular la realización de cuentas públicas participativas, con una metodología distinta que incluya una real participación de la ciudadanía. En cuanto a los Consejos de Sociedad Civil, se está en proceso de firma de protocolos con diversas instituciones para su conformación. El 26 de Diciembre de 2006 el Servicio Nacional del Consumidor formalizó su Consejo de Sociedad Civil, a través de una Resolución. Y en lo que se refiere a las cuentas públicas participativas, se han realizado 6 de ellas en distintas Intendencias, Gobernaciones y Servicios. Además, desde el año 2006 se están implementando los diálogos ciudadanos. El año 2006 se realizaron 13, uno en cada región del país. Durante este año se han realizado 3. Ver www.portalciudadano.cl   y www.participemos.cl
Medida letra c): Como se ha indicado, el Ejecutivo ha presentado al Congreso Nacional, y hoy se encuentra en su primer trámite constitucional (Comisión de Gobierno Interior la Cámara de Diputados), un proyecto de ley sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública que contiene entre otros, un título IV  “De la participación ciudadana en la gestión pública”. En este título el Estado reconoce el derecho de todas las personas a participar en sus políticas, planes, programas y acciones.  

B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación. 

Lentitud del proceso de tramitación del proyecto de ley. Dificultad para implementar las medidas de instalación de Consejos de Sociedad Civil y de cuentas públicas participativas. Sería conveniente contar prontamente con normas legales que sirvan de marco jurídico a la constitución de Consejos de Sociedad Civil y a la realización de cuentas públicas participativas, a objeto de darle mayor fuerza obligatoria a estos mecanismos de participación ciudadana. 

C)  Organismos internos que han participado en la implementación de las recomendaciones:

Ministerio Secretaría General de Gobierno, Subsecretaría de Desarrollo Regional, Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

4.3 Mecanismos para estimular la participación ciudadana

4.3.1. RECOMENDACIÓN

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública, al igual que continuar avanzando en la derogación o modificación de normas que puedan desestimular  dicha participación.

Medidas sugeridas por el Comité:

a. Establecer mecanismos adicionales a los existentes para fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en la gestión pública y especialmente en los esfuerzos para prevenir la corrupción, y promover el conocimiento de los mecanismos de participación establecidos y su utilización.

b.  Continuar avanzando en la derogación o modificación de las denominadas “leyes de desacato” (ver sección 4.4.2. del capítulo II de este Informe).

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

Medida letra a): Los mecanismos para fortalecer la participación  de las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamental en la gestión pública y especialmente en los esfuerzos para prevenir la corrupción y promover el conocimiento de participación establecidos y su utilización, se verán optimizados con el proyecto ya  mencionado. Actualmente la División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno se encuentra trabajando en estas materias, para lo cual está coordinando a los diversos Ministerios y Servicios con el objeto de constituir Consejos de la Sociedad Civil.

Medida letra b): Mediante Ley Nº 20.048 (anexo 34) de fecha 31 de agosto de 2005, se introducen modificaciones al Código Penal (arts. 263, 264, 265 y 268) y al Código de Justicia Militar (art. 276),  eliminando la figura de desacato en la parte relativa a las injurias y calumnias cometidas contra autoridades y funcionarios públicos, los que en caso de sentirse agraviados frente a injurias u ofensas proferidas en su contra podrán acudir a las normas generales del derecho penal para perseguir eventuales responsabilidades. 

B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación. 

Estas medidas tienen que ver fundamentalmente con la introducción de modificaciones legales. Por tanto, las principales dificultades dicen relación con la lentitud de los procesos legislativos y la dificultad para generar consensos en torno a la importancia de la participación ciudadana en la gestión pública y de la derogación de normas que signifiquen trabas al ejercicio del control ciudadano. 

C)  Organismos internos han participado en la implementación de las recomendaciones: Ministerio Secretaría General de Gobierno y Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
4.4   Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública

4.4.1.   RECOMENDACION

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en el seguimiento de la gestión pública.

Medidas sugeridas por el Comité:

a.  Promover formas, cuando sea apropiado, para que aquellos que cumplan funciones públicas permitan, faciliten o asistan a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales en el desarrollo de actividades para el seguimiento de su actuación pública.

b. Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir los mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión pública y, cuando sea apropiado, capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales para utilizar tales herramientas.

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, indicar la página en “Internet” para información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

Medida letra a): Una de las medidas adoptadas por el Estado chileno en relación con esta recomendación es el establecimiento de una agenda pro participación. El 29 de septiembre de 2006, la Presidenta de la República, presentó públicamente la Agenda Pro Participación Ciudadana del Gobierno.  La Agenda contiene un conjunto de iniciativas orientadas a promover la participación, el ejercicio de los derechos ciudadanos, el asociacionismo y el respeto a la diversidad. Entre sus ejes principales están los referidos a la gestión pública participativa y al acceso de la ciudadanía a información pública oportuna. En esta línea se está impulsando la constitución de Consejos de Sociedad Civil y la implementación de cuentas públicas participativas y de diálogos ciudadanos. 

Medida letra b): A través del establecimiento de esta  agenda se busca dotar de sustentabilidad y profundidad a los procesos democratizadores de la gestión pública, entregando mejores herramientas a los funcionarios públicos que están gestionando espacios de participación, ya sea a través de la información, del diseño de políticas públicas o de la articulación sectorial de iniciativas de participación ciudadana. Para ello, se están desarrollando dos líneas de trabajo complementarias:  Fortalecimiento del sistema de validación y evaluación de las Oficinas de Información, Reclamos y Sugerencias (OIRS) de todas las instituciones públicas integradas al Programa de Mejoramiento de Gestión (PMG). Consiste en  la asistencia técnica y acompañamiento permanente a las instituciones públicas en PMG-OIRS para la estandarización de procesos de atención de usuarios bajo los parámetros del Modelo Integral de Atención de Usuarios. Una segunda línea busca la instalación de Portales Ciudadanos, modelo de información pública a través del cual los ciudadanos destinatarios de las políticas públicas podrán acceder a información actualizada y de calidad sobre la oferta que éstas generan, tanto para los ciudadanos como para las asociaciones a las que se busca fortalecer en su rol de co-responsables de la gestión pública. Para mayor información remitirse a www.portalciudadano.cl
B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación: 

Las principales dificultades están relacionadas con la unificación procedimientos y criterios para la implementación de políticas de participación ciudadana, y la difusión y capacitación en estas materias. En ese sentido uno de los mayores inconvenientes tiene que ver con la escasez de recursos.

C)  Organismos que han participado en la implementación de las recomendaciones:

Ministerio Secretaría General de Gobierno, División de Organizaciones Sociales. 

5.
ASISTENCIA Y COOPERACIÓN (ART. XIV)

5.1  RECOMENDACION

Complementar la legislación existente sobre asistencia recíproca, y hacerse parte en otros instrumentos internacionales pertinentes que faciliten la asistencia recíproca, dotando a las instituciones correspondientes de las facultades pertinentes para efectuar la cooperación internacional que le sea solicitada en la investigación de los delitos, la que actualmente se encuentra limitada a determinadas materias.

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

La ley 20.074 (anexo 35), publicada en el Diario oficial el 14 de noviembre de 2005, agregó al Código Procesal Penal el artículo 20 bis, que dispone: “Tramitación de solicitudes de asistencia internacional. Las solicitudes de autoridades competentes de país extranjero para que se practiquen diligencias en Chile serán remitidas directamente al Ministerio Público, el que solicitará la intervención del juez de garantía del lugar en que deban practicarse, cuando la naturaleza de las diligencias lo hagan necesario de acuerdo con las disposiciones de la ley chilena”.  Este procedimiento se aplica a las solicitudes de asistencia de autoridades competentes de país extranjero, que digan relación con hechos acaecidos desde el 16 de diciembre de 2000. Esta reforma ha significado una extraordinaria agilización en la práctica de las diligencias solicitadas por tribunales o fiscalías extranjeras dado que se evitan trámites ante la Corte Suprema, debiendo la fiscalía solicitar la autorización de un juez de garantía si desea practicar diligencias intrusivas o que afecten los derechos constitucionales, al igual que sucede en las investigaciones internas. 

En relación a los instrumentos internacionales que faciliten la asistencia recíproca, cabe señalar que el 30 de enero de 2007 se publicó el Decreto Supremo Nº 375 (anexo 27), de 23 de noviembre de 2006, que promulgó la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción. 

Asimismo, el 11 de abril de 2007, el Congreso Nacional  aprobó el Acuerdo sobre el Beneficio de Litigar sin Gastos y la Asistencia Jurídica Gratuita entre los Estados Partes del MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito en Florianópolis, República Federativa del Brasil, el 15 de diciembre de 2000, cuyo objetivo es establecer mecanismos que permitan el efectivo acceso a la justicia de las personas más necesitadas.

Por su parte, se encuentran sometidos a la consideración del Congreso Nacional, en Segundo Trámite Legislativo los siguientes Tratados suscritos entre los Estados Partes del Mercosur y las Repúblicas de Chile y de Bolivia:

1.- Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires 18.02.02;

2.- Acuerdo Complementario a dicho Acuerdo y su Anexo, suscrito en Brasilia el 05.12.02; y

3.- Acuerdo de Enmienda del mencionado Acuerdo Complementario, suscrito en la ciudad de Asunción el 06.06.03.

En igual estado se encuentra el Acuerdo sobre Extradición entre los Estados Parte del MERCOSUR y la República de Chile y la República de Bolivia, suscrito el 10.12.98, en Río de Janeiro.

Además, el 24.11.06 la República de Chile y la Confederación Suiza suscribieron un Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal. El indicado Acuerdo Internacional se refiere a la asistencia que se deben proporcionar los órganos judiciales para investigar, perseguir y castigar los delitos. En particular establece los mecanismos para llevar a cabo la asistencia. El mencionado Acuerdo se encuentra actualmente en proceso de incorporación al ordenamiento jurídico.

A su vez, en este momento se encuentra en estudio la adhesión a la Convención Europea sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, de 20.04.59, la que tiene por objeto principal que los Estados Parte se proporcionen la más amplia asistencia en materia penal, la que abarca diversas áreas. El mencionado Acuerdo proporcionará cooperación en materia penal de una manera más satisfactoria para Chile con países respecto de los cuales hoy en día no le liga ningún instrumento internacional.

Por otra parte, cabe destacar como herramientas que facilitan el efectivo cumplimiento de la sanción los instrumentos internacionales que permiten efectuar el traslado de los reclusos extranjeros a sus países de origen a cumplir sus sentencias. Al respecto, las Convenciones que se encuentran vigentes en Chile son las siguientes: 

1.- Convenio de Estrasburgo sobre Traslado de Personas Condenadas, de 1983, promulgada por Decreto Nº 1.317 del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el DO de 03.11.98.

2.- La Convención Interamericana para el Cumplimiento de Condenas Penales en el Extranjero, adoptada el 09.06.93 por la OEA, promulgada por Decreto Supremo Nº 1.859, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el DO de 02.02.99. Sus disposiciones son similares a las de la Convención de Estrasburgo.

3.- El Tratado con Brasil sobre Transferencia de Presos Condenados, suscrito entre la República Federativa del Brasil y la República de Chile el 29.04.98, promulgada por DS Nº 225, del Ministerio de Relaciones Exteriores publicado en el DO de 18.03.99.

4.- El Tratado con Bolivia sobre Transferencia de Personas Condenadas, suscrito entre los Gobiernos de Chile y Bolivia el 22.02.01 promulgado por DS Nº 227, del Ministerio de Relaciones Exteriores publicado en el DO de 10.12.04.

5.- El Tratado con Argentina sobre Traslado de Nacionales Condenados y Cumplimiento de Sentencias Penales, suscrito entre los Gobiernos de Chile y Argentina el 29.10.02, promulgado por DS Nº 55, del Ministerio de Relaciones Exteriores publicado en el DO de 30.06.05.

Finalmente, con el objeto de favorecer el  intercambio de cooperación técnica con otros Estados Partes, el Estado de Chile es usuario del Sistema de Correo Electrónico Seguro GROOVE, siendo titulares de cuentas tanto el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministerio de Justicia y el Ministerio Público. Este sistema, si bien no es utilizado por nuestro país como transmisor de solicitudes de asistencia en materia penal, si constituye un valioso aporte como medio de comunicación seguro entre los Estados que forman parte de él, lo que facilita cooperación técnica entre los Estados usuarios.

B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación: 

Teniendo presente las dificultades que se presentaban ante los estrictos plazos que rigen los requerimientos de asistencia internacional que efectúan los fiscales chilenos en materia penal al amparo del nuevo código procesal penal en vigor y con el objeto de ejecutar acciones concretas para acortar los tiempos de tramitación administrativa de dichas solicitudes de cooperación internacional, se estableció recientemente entre el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio Público un sistema coordinado que permite remitir las solicitudes de asistencia en materia penal directamente por la Unidad Especializada en Cooperación Internacional y Extradiciones de la Fiscalía Nacional a las respectivas Embajadas y Consulados de Chile y de éstos a  la mencionada Unidad. El indicado sistema ha demostrado ser un eficaz aporte en el propósito de dar mayor celeridad a las solicitudes de cooperación internacional.

C)  Organismos internos que han participado en la implementación de las recomendaciones:

Ministerio de Justicia, Ministerio Público y el Ministerio de Relaciones Exteriores a través de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

5.2 RECOMENDACIÓN

Determinar aquellas áreas específicas en las cuales la República de Chile pueda necesitar o podría útilmente recibir cooperación técnica mutua para prevenir, detectar, investigar y sancionar actos de corrupción; y con base en tal análisis, diseñar e implementar una estrategia integral que le permita a dicho país acudir a otros Estados parte y no parte de la Convención y a las instituciones u organismos comprometidos en la cooperación internacional en procura de la cooperación técnica que haya determinado que necesita.

A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

Al respecto cabe destacar la participación de expertos chilenos en actividades de capacitación en materias  de anticorrupción impulsadas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico – OCDE -. En este sentido se puede mencionar la participación en el Seminario Especializado de Capacitación para Fiscales en Buenos Aires, Argentina, a fines del año 2005.  

Por otra parte, los días 27 y 28 de septiembre de 2006 se realizó en Santiago de Chile un evento anticorrupción organizado por la OCDE  y el Gobierno de Chile, que contó con la colaboración del BID, la OEA y la ONUDD. Asistieron a este evento representantes de 17 países de América y de Europa, de 6 organismos internacionales y de 47 instituciones nacionales del ámbito público, privado y de la sociedad civil. El referido evento estuvo constituido por dos actividades:

-
Una Conferencia sobre Detección, Investigación y Persecución del Cohecho, dirigida a un amplio rango de representantes del sector público y privado de Chile y de otros países de América Latina y de Centroamérica, así como de los Estados Parte de la Convención OCDE contra el Cohecho

de la región. Es del caso señalar que uno de los puntos de la agenda de esta Conferencia contempló la presentación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción y la Convención para Combatir el Cohecho a Funcionarios Públicos Extranjeros en Transacciones Comerciales Internacionales de la OCDE.

-
Una Reunión Técnica sobre Cooperación Internacional en la Investigación y Persecución del Cohecho, dirigida a funcionarios a cargo de investigaciones y procesos sobre casos de cohecho de países de América Latina y de Centroamérica - fundamentalmente a aquellos con competencia en la investigación y persecución de casos de cohecho, tales como funcionarios del Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Justicia, Ministerio de Hacienda, Fiscalía Nacional, Poder Judicial y Expertos en Asistencia Legal Mutua y Extradición. 
5.3 RECOMENDACIÓN
Continuar los esfuerzos de intercambiar cooperación técnica con otros Estados partes, sobre las formas y medios más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción.
A)  Determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

A través de la utilización de los mecanismos generales que contempla el ordenamiento jurídico chileno se ha continuado desarrollando una amplia cooperación técnica mutua con otros Estados sobre las formas y métodos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción pública. En particular, mediante la conducción de la política exterior del Estado de Chile radicada en el Presidente de la República (artículo 32 Nº 15 de la CPE (anexo 1)), la que es ejercida a través del Ministro de Relaciones Exteriores, se ha impulsado la adhesión a instrumentos internacionales relevantes sobre la materia como la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y demás instrumentos internacionales señalados en  relación a la recomendación 5.1. 

B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación. 

No existen comentarios que formular al respecto.

C)  De considerarlo conveniente, informar organismos internos han participado en la implementación de las recomendaciones:

No existen comentarios que formular al respecto.
6. AUTORIDADES CENTRALES (ART. XVIII)

6.1 RECOMENDACIÓN
Informar a la Secretaría General de la OEA, cuando corresponda, toda modificación en la designación de la autoridad central o de las autoridades centrales a los efectos de la asistencia y la cooperación internacionales previstas en la Convención.
El Estado de Chile ratifica que el Ministerio de Relaciones Exteriores se encuentra actuando como Autoridad Central a los efectos de la asistencia y la cooperación internacionales previstas en la Convención Interamericana Contra la Corrupción, sin perjuicio que, como se señaló en las respuesta otorgada en la Primera Ronda de Evaluación, se comunicará en su oportunidad la Autoridad Central que en definitiva se designe a estos efectos.

7. RECOMENDACIONES GENERALES
7.1 RECOMENDACIÓN
Fortalecer e incrementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.
A)  determinar la medida o medidas sugeridas por el Comité o la medida o medidas alternativas que se han tomado para implementar la anterior recomendación y describir brevemente las acciones concretas que se han ejecutado en relación con las medidas adoptadas. Si lo considera conveniente, por favor indicar la página en “Internet” en que pueda obtenerse información más detallada sobre las medidas adoptadas y acciones ejecutadas para implementar la anterior recomendación: 

Respecto a los sistemas de contratación pública, se han desarrollado actividades de capacitación para la formación de funcionarios públicos. El personal que ha ingresado a la Administración Pública bajo el nuevo sistema de contratación pública no sólo se encuentra sujeto a un proceso de selección pública, imparcial y basada en criterios técnicos, sino que también se incorpora a un proceso de inducción y de capacitación permanente  para los Altos Directivos Públicos.

En cuanto al resguardo de los recursos y bienes públicos, el Consejo de Auditoria de Gobierno ha desarrollado un trabajo permanente de capacitación de la red de auditores internos al interior de los distintos Servicios Públicos y Ministerios, a través de los Documentos Técnicos N° 24 “Programa en Auditoria en Base a Riesgos”, N° 26 “Seguimientos en Auditoria”, N° 29 “Programa Marco de Auditoria sobre Probidad Administrativa”, N° 30 “Programa Marco de Auditoria para Transferencias en o desde el Sector Público”, N° 31 “Ejecución de la Auditoria”, N° 35 “Programa de Gestión: Sistema de Auditoría Interna. 2007”, y  N° 36 “Objetivo de Auditoria Gubernamental”. Por medio de esta capacitación permanente se ha fortalecido la actividad de control sobre los recursos públicos, puesto que acabada una primera etapa, caracterizada por el levantamiento de matrices de riesgo institucional, se ha dado comienzo a una segunda etapa en donde se avanza hacia la administración de riesgos a nivel institucional.

En materia de contrataciones públicas, y desde la perspectiva del resguardo de los recursos públicos en las transacciones entre privados y el Estado, la Dirección de Compras y Contratación Pública - ChileCompra,  ha impulsado una gestión de compras y abastecimiento de excelencia en el sector público. Para ello, ha desarrollado un plan de formación nacional
 cuyos ejes son el uso Portal www.chilecompra.cl, la normativa que regula el mercado público y las diversas temáticas necesarias para hacer un adecuado y eficiente uso de esta plataforma, como así también se encarga de la difusión de mejores prácticas en gestión de abastecimiento. Las actividades de formación se realizan a través de varios instrumentos: Capacitación en uso del Portal, talleres temáticos, e-learning y diplomados en gestión de abastecimiento, entre otros. La asistencia técnica consiste en dar asesorías a los servicios e instituciones respecto de la problemática ligada al abastecimiento. Finalmente ha diseñado e implementado adicionalmente un moderno sistema de soporte y ayuda a usuarios en línea, con estándares de atención de primer nivel. 

En último término, en cuanto a las normas de conducta destinadas a prevenir conflictos de interés, es importante señalar que al interior de  los Servicios Públicos se están desarrollando múltiples iniciativas con el objeto de informar a los funcionarios públicos de los cambios legislativos, además de avanzar en materia de buenas prácticas institucionales y mejoramiento organizacional, entre otros aspectos.

B)  Dificultades observadas en la implementación de la anterior recomendación: 

En el ámbito de ChileCompras, las dificultades en la implementación de programas de capacitación, han sido principalmente la fragmentación de los usuarios compradores y proveedores, en cuanto a la dispersión regional de los organismos públicos; los distintos niveles educacionales de los usuarios compradores, que dificulta la aplicación de programas uniformes de capacitación; la diversa aproximación a la tecnología de los usuarios compradores,  lo cual se relaciona con el factor edad; la disponibilidad de tiempo, al existir en ciertos organismos públicos poco recurso humano destinado a las adquisiciones y contrataciones públicas, de modo que las horas de capacitación pudiesen implicar un “abandono” de labores esenciales de compra; las conexiones a Internet son de distintas calidades,  de modo que la capacitación vía e learning o web se puede ver entorpecida. 

En general los programas de capacitación señalados han  subsanado en parte las falencias en  la actualización  y conocimiento de los funcionarios respecto de los cambios legislativos. Por otra parte,  el desarrollo de competencias en la operación de sistemas ha agilizado los procesos, contrarrestando problemas asociados a la opacidad en la toma de decisiones asociadas a compras y adquisiciones públicas. Por último, en el ámbito de la capacitación en el tratamiento de conflictos de interés los principales problemas se presentan en la dificultad para la detección temprana de éstos, enfocándose la capacitación en generar una conducta de permanente atención frente al tema. 

SECCIÓN III

INFORMACIÓN SOBRE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEL DILIGENCIAMIENTO DEL PRESENTE CUESTIONARIO

Por favor, complete la siguiente información:

(a) Estado Parte: CHILE

(b) El funcionario a quién puede consultarse sobre las respuestas dadas a este cuestionario es:

(c)    Sra.: Gladys Muñoz Espinoza 
Título/cargo: Coordinadora del Grupo Nacional de Expertos contra la Corrupción GNECC/CICC

Organismo/oficina: Dirección de Política Especial,  Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile

Dirección postal: Teatinos 180, Santiago

Número de teléfono: 56 2  679 4723 

Número de fax: 56  2  679 4452
Correo electrónico: gmunoze@minrel.gov.cl










� Así por ejemplo, el artículo 44 del DFL 1/19.653 dispone que:  “El ingreso en calidad de titular se hará por concurso público y la selección de los postulantes se efectuará mediante procedimientos técnicos, imparciales e idóneos que aseguren una apreciación objetiva de sus aptitudes y méritos.”  De igual modo, el artículo 45, inciso 2º, dispone que “…la carrera funcionaria será regulada por el respectivo estatuto y se fundará en el mérito, la antigüedad y la idoneidad de los funcionarios, para cuyo efecto existirán procesos de calificación objetivos e imparciales…”. El estatuto al cual alude es el Estatuto Administrativo. 





� Dicho estatuto, establece en el artículo 60, que “…un reglamento contendrá las normas complementarias orientadas a asegurar la objetividad, transparencia, no discriminación, calidad técnica y operación de los concursos para el ingreso, para la promoción y para cualquier otra finalidad con que se realicen.”. En cumplimiento de esta norma, se dictó el Decreto Supremo (DS) N° 69 de 30 de enero de 2004 (anexo 5), del Ministerio de Hacienda, que contiene el Reglamento sobre Concursos del Estatuto Administrativo.


� En cuanto a los niveles directivos se distinguen tres jerarquías, siendo las dos primeras denominadas cargos de alta dirección pública, cuya provisión es responsabilidad del Consejo de Alta Dirección Pública, quien actúa apoyado por la Dirección Nacional del Servicio Civil, en el marco de normas objetivas, que garantizan la realización de concursos públicos, abiertos y de amplia difusión, para la provisión de estos cargos, sobre la base del mérito y la idoneidad. Luego existen los cargos denominados de Tercer Nivel Jerárquico, que corresponden a Jefaturas de Departamento y otros equivalentes, los cuales también son provistos sobre la base de concursos públicos, abiertos, de amplia difusión, que permiten un acceso igualitario sobre la base del mérito y la idoneidad. Finalmente, existen los concursos de ingreso a la planta, de promoción y de encasillamientos del personal, al tenor de lo dispuesto en el Reglamento N° 69 de 2004 (anexo 5), ya citado.





� Por su parte, el artículo 13° del Reglamento N° 69 de 2004 (anexo 5) contiene disposiciones que garantizan la publicidad del concurso de que se trate.  De igual modo, en materia de equidad, el inciso final de su artículo 5° establece: “Los postulantes que presenten alguna discapacidad que les produzca impedimento o dificultades en la aplicación de los instrumentos de selección que se administrarán, deberán informarlo en su postulación, para efectos de adaptarlos y así garantizar la no discriminación por esta causal.”





� El inciso segundo del artículo 18 del Estatuto Administrativo, sobre el particular, dispone: “En cada concurso deberán considerarse a lo menos,  los siguientes factores: los estudios y cursos de formación educacional y de capacitación; la experiencia laboral, y las aptitudes específicas para el desempeño de la función…”. 


El artículo 53° de la Ley N° 19.882, dispone que la selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos, que incluirá entre otros aspectos, la verificación de los requisitos y la evaluación de los factores de mérito y de las competencias específicas. La evaluación se expresará en un sistema de puntajes.  


El artículo 2° del Reglamento N° 69 dispone: “El concurso consistirá en un procedimiento técnico y objetivo aplicado a los postulantes del mismo, que contemplará la evaluación de los antecedentes que se presenten y la aplicación de otros instrumentos de selección, según se establezca, entre ellos, pruebas, presentaciones o exposiciones de conocimiento y habilidad, tests y entrevistas. Los instrumentos de selección que se apliquen deberán estructurarse sobre bases que consideren una evaluación cuantificable y estandarizada, que permita resultados comparables entre los postulantes y entregue la ubicación relativa de cada uno de ellos. El resultado esperable debe estar contenido en una pauta escrita elaborada por el comité o quien corresponda, con la respectiva valoración de cada respuesta. Se podrá incluir una evaluación que permita obtener una apreciación de rasgos de personalidad, en cuyo caso, también debe confeccionarse un conjunto de alternativas esperadas de respuestas y el puntaje que otorgarán. Tanto las evaluaciones como los demás instrumentos que se apliquen en los concursos deberán expresarse en sistemas de puntajes.”


� La mencionada Ley con su Reglamento contenido en el D.S. N° 250 de 2004 del Ministerio de Hacienda (anexo 7), constituyen un marco legal que vela y promociona los principios de máxima transparencia; publicidad de los actos de la Administración del Estado; eficiencia de los mercados de compras públicas; ahorro para el Estado al hacer los procesos de compras más productivos y eficaces;  igualdad de oportunidades y no discriminación arbitraria entre los proveedores.  En específico, la normativa de compras públicas mencionada se aplica a los contratos que celebre la Administración del Estado, a título oneroso, para el suministro de bienes muebles, y de los servicios que se requieran para el desarrollo de sus funciones.





� Dirección de Compras y Contratación Pública: Servicio público descentralizado sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda. Entre sus funciones están la de asesorar a los organismos públicos en la planificación y gestión de sus procesos de compras y contrataciones; administrar, velar por el correcto funcionamiento del Sistema de Información disponible � HYPERLINK "http://www.chilecompra.cl" ��www.chilecompra.cl�  a través del cual se realizan las transacciones públicas; administrar y mantener el Registro de Proveedores del Estado; promover la máxima competencia en los actos de contratación de la Administración, ejerciendo una labor de difusión hacia los proveedores actuales y potenciales de la Administración, de las normativas, procedimientos, y tecnologías. 





� Tribunal de Contratación Pública: Organismo autónomo competente para conocer de la acción de impugnación contra actos u omisiones, ilegales o arbitrarias, ocurridos en los procesos administrativos de contratación, herramienta con la que los proveedores que se sienten perjudicados en un proceso de licitación pueden reclamar respecto de los actos en que falte la probidad.








� Sistema de Información: � HYPERLINK "http://www.chilecompra.cl" ��www.chilecompra.cl�  a través de éste los organismos compradores y los proveedores emiten y reciben ofertas, propuestas y órdenes de compra de manera rápida y transparente. Permite a la ciudadanía el conocimiento de las compras y contrataciones de servicios.





� Registro Nacional de Proveedores: Registro electrónico oficial de contratistas, permite constatar que éstos no tengan causal de inhabilidad para ser contratados por organismos del Estado. 





� Entre las modificaciones cabe destacar:  (1) Artículo 2 N° 28 precisa el concepto de usuario, distinguiéndose ahora un usuario comprador, usuario oferente y usuario ciudadano. Con esto, se reconoce una realidad y se hace partícipe  a todo el universo de personas que realizan acciones activas o pasivas en el portal � HYPERLINK "http://www.chilecompra.cl" ��www.chilecompra.cl� ;   (2) Se sustituye el contenido del artículo 4°. Se transforma la facultad de dictar o mantener la propia normativa interna en materia de contratación pública, por la “obligación” de hacerlo. Se especifica que las Entidades deberán dictar un Manual de Procedimiento de Adquisiciones. La obligación se detalla aún más en el inciso 2º del nuevo artículo, que señala que dicho Manual debe contener como mínimo, las materias relativas a planificación de compras, selección de procedimientos de compras, formulación de bases y términos de referencia, criterios y mecanismos de evaluación, gestión de contratos y de proveedores, recepción de bienes y servicio, procedimientos de pago, política de inventarios, uso del Sistema, autorizaciones que se requieran para las distintas etapas del proceso de compra y organigrama de la Entidad y de las áreas que intervienen en los mismos, con sus respectivos niveles y flujos. Se destaca la obligación de publicar el Manual en el portal � HYPERLINK "http://www.chilecompra.cl" ��www.chilecompra.cl�  fortaleciéndose los principios de transparencia y publicidad, al permitir que cualquier usuario_ comprador, proveedor o ciudadano tenga conocimiento de las normas básicas de funcionamiento de cada Entidad, y de su eventual cumplimiento. 


(3) Se agrega el artículo 5° bis, que exige “competencias técnicas suficientes para operar el Sistema”, las cuales dependiendo del perfil de usuario, se referirán a gestión de abastecimiento; aspectos tanto funcionales como normativos del Sistema y conceptos de ética y probidad en los procedimientos de compras. 





� Esta licitación procederá excepcionalmente mediante resolución fundada, cuando se den las circunstancias que hacen procedente alguna de las  causales específicas establecidas en el artículo 8 de la Ley  N° 19.886 (anexo 6) o artículo 10 de su Reglamento. 





� La creación de esta plataforma se enmarca en la agenda del Gobierno en materia de probidad, transparencia, y modernización del Estado, impulsada por la Presidenta Michelle Bachelet a fines de noviembre de 2006. 





� El artículo 92 del D.S. N° 250 (anexo 7) de 2004 del Ministerio de Hacienda, señala como inhabilidades para contratar con el Estado, las siguientes:  (1)  Haber sido condenado con sanción de multa, por infracción al DFL N°1 del 2005 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, en más de dos oportunidades, dentro de un período de 2 años, contado hacia atrás desde la fecha de solicitud de inscripción en el Registro, salvo que hubieren transcurrido 3 años desde el pago de la última multa impuesta.


(2) Haber sido condenado como consecuencia de incumplimiento de un contrato celebrado con alguna Entidad regida por la Ley de Compras, y siempre que no hayan transcurrido 2 años a contar desde la fecha de la sentencia.


(3) Registrar deudas tributarias de cualquier naturaleza por más de un año, a menos que exista un convenio de pago vigente.


(4) Registrar deudas previsionales y de salud o reclamos pendientes en materia laboral con sus trabajadores por más de un año, lo que se acreditará a través de certificado de la autoridad competente.


(5) Estar suspendido o haber sido eliminado del Registro de Proveedores, a través de una resolución fundada de la Dirección de Compras.





� Con la introducción del mercado electrónico � HYPERLINK "http://www.chilecompra.cl" ��www.chilecompra.cl� los nuevos procesos de adquisiciones y el Tribunal de Compras Públicas se refuerza la transparencia de la gestión pública mediante tres componentes:


- Visibilidad y acceso a la información de los procesos de compras y contratación del Estado (incluye Gobierno Central, Municipios y Fuerzas Armadas) a los actores involucrados (potenciales proveedores) y a la ciudadanía en general. 


- Responsabilizando a las entidades licitantes de publicar su información de compras de forma comprensible, haciendo explícitos los fundamentos de sus decisiones.


 - Otorga a los particulares que participan de una licitación la posibilidad de realizar descargos frente a actos aparentemente inadecuados por parte de la Administración Pública,  gracias a la creación y puesta en marcha de un tribunal especializado en contratación pública (el TCP), independiente y autónomo con atribuciones suficientes para investigar y eventualmente dejar sin efecto los procesos de licitación que sean declarados en falta.


� Ley N° 19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, artículo 4º (anexo 6)


� Ley N° 19.886 de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios, artículo 24. (anexo 6)


� Esto ha sido, asimismo, en gran parte facilitado gracias a la creación de un fondo económico específico para la atención de víctimas de delitos y la protección de testigos�, ya que mediante dicho fondo se ha posibilitado la adquisición por parte de las URAVIT, de una serie de implementos destinados a la protección de víctimas y testigos en audiencia de juicio oral, tales como paneles tipo biombo que impiden el contacto visual entre la víctima y el imputado, circuitos cerrados de televisión que permiten la declaración de la víctima y/o testigo en sala contigua al tribunal, elementos de caracterización de víctimas y testigos, entre otros.





� Conforme al artículo 12 del CPP, son intervinientes: el fiscal, el imputado, el defensor, la víctima y el querellante. El testigo, por tanto, no es un interviniente en el proceso penal sino un tercero, que puede coincidir con la categoría de ser, además, un auxiliar del fiscal en la investigación, cuando se trata de la policía.  


� Las medidas de protección autónomas del fiscal son aquellas que éste puede adoptar en beneficio de víctimas o testigos sin necesidad de autorización judicial previa, pues no afectan los derechos del imputado. Por su parte, las medidas de protección judiciales son aquellas en que el fiscal requiere de la autorización del tribunal para poder decretarlas, por afectar derechos de intervinientes o de terceros, o por requerirlo así la ley, tales como la medida de reserva de identidad en juicio oral, o la medida de cambio de identidad contemplada en el artículo 35 de la ley de drogas N° 20.000.


� Instructivo N° 11, modificado por el Oficio N°337 del Fiscal Nacional, numeral 37


� Por ejemplo, el catálogo de derechos de las víctimas establecido en el artículo 109 del CPP.


� Por ejemplo, la garantía de tutela efectiva de los derechos de los intervinientes contemplada en el artículo 14, letra a) del COT. 


� De acuerdo al artículo 69 inciso 2° del CPP, las alusiones que haga el Código Procesal Penal al “tribunal” deben entenderse hechas al juez de garantía, al tribunal de juicio oral en lo penal, a la Corte de Apelaciones o a la Corte Suprema, según resulte del contexto de la disposición que se utilice.


� Artículo 78, inciso 1º del CPP: “será deber de los fiscales durante todo el procedimiento adoptar medidas o solicitarlas, en su caso, para proteger a las víctimas de los delitos; facilitar su intervención en el mismo y evitar o disminuir al mínimo cualquier perturbación que hubieren de soportar con ocasión de los trámites en que debieren intervenir”. Esta disposición amplía el deber de protección a aspectos vinculados con la llamada “prevención de la victimización secundaria”, referida a la evitación de las molestias y perjuicios que sufre una víctima al tener que participar en el procedimiento penal, tales como el tener que relatar su experiencia de victimización frente a terceros o en múltiples ocasiones. 


El inciso 2° letra b) del artículo 78 del CPP establece que los fiscales están obligados a: “Ordenar por sí mismos o solicitar al tribunal, en su caso, las medidas destinadas a la protección de la víctima y su familia frente a probables hostigamientos, amenazas o atentados”. Esta norma amplía el deber de protección del Ministerio Público hacia la familia de la víctima.  


� División de Atención a Víctimas y Testigos, Fiscalía Nacional, “La víctima en el nuevo proceso penal: teoría y práctica”, Boletín Jurídico del Ministerio de Justicia, Año 1, N°2-3, Diciembre de 2002. 





� Instructivo N° 32 del Fiscal Nacional (anexo 14) , relativo a la protección de testigos durante la etapa de investigación, modificado por el Oficio N° 237, pp. 1.


� Instructivo N° 32, numeral 27. (anexo 14)


� DFL Nº 29/2005, Estatuto Administrativo (anexo 3). Artículo 61, letra “m) Justificarse ante el superior jerárquico de los cargos que se le formulen con publicidad, dentro del plazo que éste le fije, atendidas las circunstancias del caso”;  “k) Denunciar ante el Ministerio Público o ante la policía si no hubiere fiscalía en el lugar en que el funcionario preste servicios, con la debida prontitud, los crímenes o simples delitos y a la autoridad competente los hechos de carácter irregular de que tome conocimiento en el ejercicio de su cargo”


� Proyecto de ley ingresado con fecha 13 de diciembre de 2006. Actualmente, se encuentra bastante avanzado en su tramitación legislativa, en tercer trámite constitucional ante la Cámara de Diputados del Congreso Nacional, Bol N°4722-06. El proyecto tiene por finalidad proteger a los funcionarios de la Administración del Estado que denuncian ante quien corresponda, la comisión de actos que constituyen un delito o una falta a la probidad de parte de un agente público, y, como contrapartida, establecer una sanción drástica en contra de quienes efectúen denuncias irresponsables o de mala fe.


Y más concretamente, de acuerdo al contenido de la referida iniciativa legislativa, se establece que: 


a.	Los funcionarios públicos y municipales estarán obligados a denunciar ante la autoridad administrativa que corresponda no sólo los delitos y los hechos irregulares, sino también las faltas de probidad administrativa.


b.	Se reconocen los siguientes derechos a los funcionarios públicos y municipales que denuncien delitos, irregularidades y faltas a la probidad administrativa:


i.	Los funcionarios públicos y municipales no podrán ser objeto de las medidas disciplinaras de suspensión del empleo o destitución, desde la fecha en que la autoridad que reciba la denuncia, la tenga por presentada y hasta noventa días después de haber terminado la Investigación Sumaria o Sumario, incoados a partir de la citada denuncia.


Derecho a no ser trasladados de localidad o de la función que desempeñaren, sin su autorización por escrito, durante el lapso a que se refiere el numeral precedente.


iii.	No ser objeto de precalificación anual, si el denunciado fuese su superior jerárquico, durante el mismo lapso a que se refieren las letras anteriores, salvo que expresamente la solicitare el denunciante. Si no la solicitare, regirá su última calificación para todos los efectos legales.


c.	Se establece que las denuncias deberán ser fundadas, por escrito y cumplir con ciertos requisitos, pues, de lo contrario, se tendrán por no presentadas.


d.	Se establece el derecho a solicitar que se mantenga bajo secreto la identidad del denunciante, así como la información y los antecedentes entregados con ocasión de la denuncia. Además, la obligación correlativa de la autoridad de mantener el secreto.


e.	Sanciona con destitución a aquellos funcionarios que efectúen denuncias, sin fundamento y respecto de las cuales se constatare su falsedad o el ánimo deliberado de perjudicar al denunciado.


Además, la conducta descrita anteriormente, será considerada como una falta al principio de probidad administrativa.











� Artículo 12, Ley N° 19.880 (anexo 23): “Las autoridades y los funcionarios de la Administración en quienes se den algunas de las circunstancias señaladas a continuación, se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente. Son motivos de abstención los siguientes:�1. Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado.�2. Tener parentesco de consanguinidad dentro del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.�3. Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas anteriormente.�4. Haber tenido intervención como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.�5. Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar.�La actuación de autoridades y los funcionarios de la Administración en los que concurran motivos de abstención no implicará, necesariamente, la invalidez de los actos en que hayan intervenido.�La no abstención en los casos en que proceda dará lugar a responsabilidad.�En los casos previstos en los incisos precedentes podrá promoverse inhabilitación por los interesados en cualquier momento de la tramitación del procedimiento.�La inhabilitación se planteará ante la misma autoridad o funcionario afectado, por escrito, en el que se expresará la causa o causas en que se funda.” 


� Con la entrada en vigencia de esta norma se implementó un mecanismo eficaz para prevenir la ocurrencia de conflictos de interés Entre los bienes  sujetos a declaración  se encuentran los bienes inmuebles del declarante, vehículos motorizados, valores, derechos en comunidades o sociedades y el pasivo, si es superior a 100 UTM (Unidades Tributarias Mensuales (UTM), equivalentes al mes de Mayo a la suma de  $32.335). En el caso del cónyuge del declarante, éste debe efectuar  igual declaración si están casados en sociedad conyugal. También deben efectuar esta declaración los directores que representen al Estado en sociedades anónimas en que éste sea titular de acciones cuyo porcentaje le permita nombrar uno o más directores, y empresas del Estado que en virtud de leyes especiales se encuentran sometidas a la legislación aplicable a las sociedades anónimas. El carácter preventivo de este mecanismo, se manifiesta  en que dicha información evidencia los conflictos de interés, actuales o potenciales, que pueden ser denunciados e investigados. De igual forma, este tipo de mecanismo estimula la participación ciudadana en el control de la actividad administrativa del Estado. 


Por último, cabe destacar que la declaración de patrimonio es el complemento necesario de la declaración de intereses, consagrada en el artículo  57 de la ley 18.575, de Bases Generales de la Administración del Estado e incorporada a ese cuerpo legal mediante ley N° 19.653, de Probidad Administrativa, publicada en el Diario Oficial con fecha 14 de diciembre de 1999.





� Estos oficios ordinarios encuentran su respaldo legal en los artículos 57 y siguientes de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, Decreto Supremo N° 99 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, Dictamen N° 26.104 del año 2000, de la Contraloría General de la República y en el Oficio Presidencial N° 008 de 28 de noviembre de 2003. La información recopilada por el Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno fue analizada y evaluada en el año 2005.


� Ver � HYPERLINK "http://www.senado.cl" ��www.senado.cl�





� Ver  � HYPERLINK "http://www.camara.cl" ��www.camara.cl� 


� Proyecto de ley Boletín N° 3962-07, actualmente en tercer trámite constitucional. El proyecto reemplaza la norma establecida en el artículo 5A, por la siguiente redacción en materia de transparencia en la actividad parlamentaria y conflicto de intereses: “El principio de transparencia consiste en permitir y promover el conocimiento y publicidad de los actos y resoluciones que adopten los diputados y senadores en el ejercicio de sus funciones en la Sala y en las comisiones, así como las Cámaras y sus órganos internos, y de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen.


Las sesiones de Sala de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas.


Serán públicos los acuerdos adoptados por las comisiones, así como los antecedentes considerados en sus sesiones y la asistencia de los Parlamentarios e invitados a las sesiones de las mismas. Al término de cada sesión de comisión se informará resumidamente de lo anterior. La misma regla se aplicará a los comités parlamentarios.


Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Dichos informes darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizado.


Las sesiones de comisión se realizarán sin la asistencia de público, salvo acuerdo en contrario adoptado por los dos tercios de sus miembros presentes.


Cuando la publicidad de las sesiones y de los antecedentes considerados por la Sala y las comisiones afectaren el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional, el Presidente de la respectiva corporación o comisión, con el voto favorable de los dos tercios de los senadores o diputados en ejercicio, en el primer caso, o de los dos tercios de los integrantes de la comisión, en el segundo, podrá declarar el secreto dejando constancia de los fundamentos de tal declaración. En todo caso, no serán públicas las sesiones y votaciones del Senado en que se resuelvan rehabilitaciones de ciudadanía.


Dichas sesiones, documentos, antecedentes, actas y votaciones serán siempre secretos cuando corresponda tratar alguno de los asuntos cuya discusión, en esa calidad, haya solicitado el Presidente de la República, en conformidad con el número 15º del artículo 32 de la Constitución Política de la República.”





� Al respecto, véase � HYPERLINK "http://www.contraloria.cl" ��www.contraloria.cl�





� En materias atingentes al fortalecimiento de disposiciones destinadas a prevenir conflictos de intereses y establecimiento de sanciones asociadas, se encuentran en trámite los siguientes proyectos de ley: Regulación del lobby (N°3407-07), Establecimiento de inhabilidades e incompatibilidades respecto a autoridades del Gobierno Central y su relación con el sector privado (N° 3530-06, N°3889-07, N° 4186-07, N° 4076-06, N° 4664-06); Establecimiento de inhabilidades e incompatibilidades respecto a autoridades del Gobierno Regional (N°3715-06, N° 4634-06); Establecimiento de inhabilidades e incompatibilidades en el ámbito municipal (N° 4038-06, N° 4384-06, N° 4536-06, N° 4647-06); Establece la obligación de efectuar declaración de intereses por parte de los candidatos a cargos públicos al momento de la inscripción de la respectiva candidatura (N° 4656-07). La información pormenorizada de los proyectos de ley se encuentran disponibles en la página web http://www.bcn.cl.


� Dictámenes N° 59.154/2005, N° 54.138/2005 y N° 18.267/2007, Contraloría General de la República. 


� Corporación Participa realizó entre los días 1 y 3 de abril un monitoreo con el objetivo de evaluar el nivel de cumplimiento del Instructivo Presidencial por parte de Ministerios e Intendencias, en su calidad de órgano ejecutivo de los Gobiernos Regionales del país, y de identificar qué información específica publicaron en el Link “Gobierno Transparente”. Estos resultados fueron también publicados en la prensa escrita. (Diario El Mercurio del 22 de abril de 2007). Véase http:// � HYPERLINK "http://www.participa.cl" ��www.participa.cl�


� Dictámenes N°s 23.312 de 18 de mayo de 2005, 20.390 de 3 de mayo de 2006 y 547 de 4 de enero de 2007, Contraloría General de la República.


� Dictámenes N°s 6.869 de 12/02/2004, 49.235 de 20 de octubre de 2005, 11.362 de 13 de marzo de 2006, 47.235 de 5 de octubre de 2006 y 7.355 de 13 de febrero de 2007, Contraloría General de la República.





� Este proyecto, entre otras disposiciones, establece requisitos que garantizan la profesionalización e independencia económica y capacidad técnica de los auditores de las empresas. Además,  crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, cuya  función es entregar a la Comisión de Hacienda del Senado una cuenta anual de la gestión en empresas públicas y la elaboración y envío a las respectivas comisiones del Congreso Nacional de los informes financieros de las empresas, ente otras.





� Este proyecto de ley se encuentra actualmente en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Con fecha 10 de abril de 2007 da cuenta del mensaje que hace presente la urgencia simple al proyecto de la ley.


� Existe otro proyecto de ley Boletín N° 4642-06, que modifica la ley N° 18.834 con el objeto de precisar la obligación que indica e incorporar un nuevo derecho al funcionario que denuncia.


� Se encuentran obligados a prestar declaración de intereses y patrimonial de bienes el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y Gobernadores, los Secretarios Regionales Ministeriales, los Jefes Superiores de Servicio, los Embajadores, los Consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales deberán presentar una declaración de intereses y de patrimonio, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción del cargo. 


Igual obligación recae sobre las demás autoridades y funcionarios directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente. Asimismo, es obligatorio presentar la declaración de patrimonio para los integrantes del Congreso Nacional, miembros de los Tribunales de Justicia, miembros del Tribunal Constitucional, integrantes del Ministerio Público, miembros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, consejeros del Banco Central, integrantes del Tribunal Calificador de Elecciones, miembros de los Tribunales Electorales Regionales y directores que representen al Estado en las sociedades anónimas en la cual tiene aportes suficientes como para nombrar uno o más directores


� - El Artículo 41 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 7 de 1980, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos; artículo 18 del Decreto con Fuerza de Ley Nº. 1 de 1994, del Ministerio de Hacienda, Estatuto Orgánico del Servicio de Tesorerías; artículo 14 de la Ley Nº 18.840, Ley Orgánica Constitucional del Banco Central;  Ley Nº.19.653 de 1999 (anexo 22), sobre Probidad Administrativa de los Órganos de la Administración del Estado, en su artículo 2 agrega el título III “De la Probidad Administrativa”, a la Ley Nº. 18.575� y establece la obligación para los funcionarios de la Administración del Estado cuyo rango señala, de presentar, independientemente de la declaración de patrimonio que leyes especiales les impongan, una declaración de intereses que deberá contener la individualización de las actividades profesionales y económicas en que participen. Por otra parte, la  ley Nº 18.918 (Orgánica Constitucional del Congreso Nacional), el  Código Orgánico de Tribunales y el  Artículo Primero de la ley 18.840 (Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile), imponen, a su vez, la obligación de presentar declaración de intereses a diputados y senadores; miembros del escalafón primario y los de la segunda serie del escalafón secundario del Poder Judicial; consejeros y gerente general del Banco Central, respectivamente. Por último, cabe agregar El Decreto Supremo Nº 99 de 2000 (anexo 32), del Ministerio Secretaría General de la Presidencia de la República,  que reglamenta la declaración de intereses de las autoridades y funcionarios de la Administración Pública, establecida por la ley N° 19.653 (anexo 22).








� Artículo 3º, Ley Nº 18.045: “Para los efectos de esta ley, se entenderá por valores cuales quiera títulos transferibles incluyendo acciones, opciones a la compra y venta de acciones, bonos, debentures, cuotas de fondos mutuos, planes de ahorro, efectos de comercio y, en general, todo título de crédito o inversión. 


Las disposiciones de la presente ley no se aplican a los valores emitidos o garantizados por el Estado, por las instituciones públicas centralizadas o descentralizadas y por el Banco Central de Chile…..”


� En relación con esta sentencia se ha pronunciado la jurisprudencia administrativa mediante dictamen Nº 12.672 (anexo 33), de 2007, de la Contraloría General de la República.


� Sobre el detalle de las actividades realizadas por la Dirección Nacional del Servicio Civil, véase � HYPERLINK "http://www.serviciocivil.cl" ��http://www.serviciocivil.cl�. En particular, respecto del tema de formación, ésta considera dos líneas de trabajo; la de capacitación formal y la de extensión. La línea de extensión abre un espacio de reflexión y encuentro, a través de actividades como foros, seminarios, conferencias y grupos de discusión, que buscan favorecer el desarrollo y  fortalecimiento de la identidad y el rol del Alto Director Público.   


� Para un examen más detallado de las Bases Generales del Programa de Mejoramiento de la Gestión en el área de Auditoria Interna, establecida  a través del documento “Requisitos y Medios de Verificación del Programa de Mejoramiento de la Gestión, año 2007”, véase � HYPERLINK "http://www.dipres.cl" ��www.dipres.cl�.


� Un total de 1.117 personas se capacitaron gratuitamente en las ciudades de Valdivia, Puerto Montt, Punta Arenas, Coyhaique, Antofagasta, Concepción, Temuco y Talca, en el marco de las giras Semana ChileCompra en Regiones que organiza la Dirección de Compras Públicas desde comienzos de abril de 2007. Estas giras de formación por todo el país se realizan al menos dos veces al año con el objeto de profundizar los conocimientos de los usuarios del sistema. Las actividades programadas contemplan capacitaciones gratuitas para compradores con los talleres “Formulación de Bases de Licitación” y “Formulación de Criterios de Evaluación”, para proveedores con el taller “Cómo hacer Negocios con el Estado” y para monitores de infocentros con los talleres “Sistema de Compras Públicas” y “Uso del Portal � HYPERLINK "http://www.chilecompra.cl/" �www.chilecompra.cl�”.


� Como resultado de este esfuerzo se han generado diversos manuales de probidad y códigos de ética al interior de los servicios públicos. Al respecto,  y a título de ejemplo, cabe citar el “Manual de Probidad” distribuido por el Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno a los distintos Servicios Públicos, el “Manual de Probidad” del Instituto de Desarrollo Agroecuario (INDAP), “Manual de Transparencia y Probidad en la Gestión Pública del Servicio de Cooperación Técnica”(SERCOTEC), entre otros.





